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 Desde luego, si se trata únicamente de nuestros corazones, el poeta hizo bien en hablar de los «misteriosos hilos» que la vida rompe. Pero es más cierto aún que los teje sin cesar entre los seres, entre los acontecimientos, que entrecruza sus hilos, que los dobla para reforzar la trama, de suerte que entre el menor punto de nuestro pasado y todos los demás hay una espesa red de recuerdos que sólo nos deja la elección de las comunicaciones.

«El tiempo recobrado», séptimo volumen de la obra

de Marcel Proust, En busca del tiempo perdido.
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Introducción


 El SARS-CoV-2 (severe acute respiratoty sindrome coronavirus: coronavirus tipo 2 del síndrome respiratorio agudo grave) ha venido, como la mayor parte de los virus, para quedarse, si bien la expansión mundial de la pandemia sanitaria provocada a su paso está, según parece, afortunadamente, próxima a su remisión. Entre tanto la Justicia, al compás de la legislación procesal, se mueve a dos velocidades asíncronas: la anterior y la posterior al coronavirus COVID-19: durante el confinamiento no hubo actividad judicial, sino parálisis, excepción hecha de los servicios mínimos.

La virulencia, agresividad y mortalidad de este —todavía incontrolado— virus se minimizará, con el paso del tiempo, esperemos, gracias a los tratamientos científicos que se encuentran, actualmente, una vez superado el breve período experimental, en primera fase de ensayo; pero el colapso, la inseguridad jurídica y la arrebatada búsqueda privada de la autoprotección, ante la inoperatividad, ineficiencia y, al término, ineficacia del sistema, si no se dota a nuestros Jueces y Magistrados de nuevas herramientas procesales, lejos de minimizar la litigiosidad, provocará una tercera oleada de la pandemia, provocada esta vez por el resentimiento de la justicia, con sus consiguientes brotes de desestabilización social, económica e institucional.

La fase cronológica más severa de la pandemia provocó, en nuestro país, como se sabe, una hibernación total de la Justicia, en la que tan sólo se mantuvieron los servicios judiciales considerados «esenciales». Tras este período aciago de nuestra historia reciente, comenzó la «desescalada judicial», caracterizada por una progresiva reanudación del resto de actividades de la Justicia, con implementación de medidas, fundamentalmente de choque, excepcionalidad y urgencia. Y tras la desescalada, llegó la denominada «nueva normalidad judicial», con terapias de choque, consistentes, en esencia, en orientaciones, recomendaciones y, en el mejor de los casos, regulación de procedimientos, abocados a subsistir en un exiguo horizonte temporal, para la resolución judicial inmediata de asuntos urgentes.

La pandemia ha impedido, bien es cierto, afrontar, con cierta aspiración de permanencia, estabilidad y fijeza, los ramales procedimentales por los que debían discurrir nuestros justiciables, cuando, precisamente por su causa, quedase atascado el trayecto principal de la Justicia, pero se ha conseguido, de alguna manera, salir al paso de esa aglomeración sin graves atropellos dilatorios. Ahora bien, ha de significarse que muchos de los potenciales conflictos provocados por la pandemia, se encuentran todavía bloqueados por las normas tuitivas de un buen número de moratorias. Conforme nos aproximamos al momento final de estos períodos de moratoria procesal, hemos de convenir que también llega el momento de dejar atrás tanta «interinidad procesal»; de unificar aquellas bifurcaciones o diagonales procedimentales excepcionales, con el camino central —el trayecto directo y nuclear— de la Justicia; de afrontar, al fin, la inserción, en nuestros procesos judiciales, de nuevas herramientas procesales que suponen, es cierto, una auténtica, pero necesaria, transformación, incluso revolución, de nuestra Justicia, tanto física como tecnológica.

En trabajos coetáneos a éste hemos concretado cuáles son los ejes esenciales de la reforma de la Justicia en tiempo de pandemia, entendiendo por tales, los que, al compás del SARS-CoV-2, han de venir para quedarse y para pacificar, precisamente, las devastadoras «injusticias» provocadas a su paso. Hemos concretado estos ejes en seis: la externalización, la digitalización, la simplificación, la humanización, la dinamización y la universalización. A este último destinamos, precisamente, el presente estudio, en el que convergen principios nuevos o, al menos, de configuración jurisprudencial y expectativa de próxima regulación legal —rebus sic stantibus— con alternativas contemporáneas —extensión de efectos: acumulación, procedimientos testigo y extensión proprie dicta de sentencias— e instituciones clásicas —la siempre viva e imprescindible «cosa juzgada»—.

Este eje, de universalización de la Justicia, en tiempo de pandemia y, pronto —esperemos— post-pandemia, se refiere, en esencia, a la necesaria unidad de la respuesta, ante la interposición coetánea o sucesiva de pretensiones, provenientes de distintos litigantes, pero referidas a idénticos conflictos. La igualdad en la aplicación de la Ley, la unidad de la respuesta y, al término, la unificación o universalización de la Justicia, precisan, para hacerse efectivas, de herramientas dinámicas, innovadoras, flexibles y ágiles.

De no implementarse a tiempo y con las debidas garantías, estas herramientas o mecanismos procesales, auténticos inhibidores de la litigiosidad, dinamizadores de la resolución frente a la discordia y restauradores de la paz social, entonces el destino de nuestra Justicia pandémica quedará al descubierto. La inmediata restauración del orden público y de la paz social, mediante herramientas, instrumentos o medidas procesales que contribuyan —como auténticos catalizadores de las «revueltas» y diques de contención de la injusticia—, a lograr la inmediata mitigación de la conflictividad ya existente, y sirvan de inhibidor de la litigiosidad futura, resulta urgente, en cualquier momento de la historia, pero especialmente en las convulsas postrimerías de una pandemia mundial.

Las herramientas procesales que pudieran experimentarse, ante la expectativa de su implementación al propio tiempo del ensayo de la vacuna, frente a la agresividad, lesividad y auténtica virulencia jurídica de la pandemia son muchas, pero nosotros hemos optado, en esta monografía, por afrontar las que, en el eje de la «universalización» nos parecen las más relevantes.

La primera y esencial es la inserción, en nuestra legislación, del principio, la regla, la máxima o, si se prefiere, la cláusula rebus sic stantibus para «reajustar» la Justicia contractual, ante la expectativa de una avalancha conflictual idéntica, promovida por la definitiva imposibilidad de cumplir, en sus justos términos, por causa de ruina, los contratos estipulados en tiempos de bonanza económica; la segunda, la extensión de efectos, en sentido amplio —con tres hitos, como se verá: acumulación, procedimiento, testigo y extensión proprie dicta de la sentencia de referencia— para dotar, a los justiciables, con dinamismo, agilidad y prontitud, de una respuesta unívoca, frente a conflictos muy similares o idénticos, evitando con ello una dispersión de la respuesta, generadora, cuando fuere contradictoria, además, de una mayor —y más enconada— litigiosidad; y al fin, la tercera, la sagrada institución de la cosa juzgada, destinada, precisamente, a poner un término procesal o definitivo punto final a esta conflictividad, que tan sólo resultará reversible en los excepcionalísimos supuestos de nulidad, rebeldía involuntaria y revisión.

Estas tres herramientas, las tres de configuración legal y, por tanto, ancladas en principios de oportunidad técnica, utilidad práctica o conveniencia social —a los que, por cierto, hemos destinado una reciente línea de investigación (1) —, constituyen el motor de la necesaria universalización de la Justicia en tiempo de pandemia. De perfilarse adecuadamente estos retos de universalización —rebus sic stantibus y extensión de efectos de las sentencias—, entonces vendrán para quedarse, como complemento de la sempiterna cosa juzgada.





	 (1) 

	Vid. las siguientes obras monográficas, todas ellas dirigidas por CALAZA LÓPEZ, S. y MUINELO COBO, J.C.: Principio de oportunidad y transformación del proceso penal, Ed. La Ley, Madrid, 2019; Postmodernidad y proceso europeo: La oportunidad como principio informador del proceso judicial, Ed. Dykinson, Madrid; Principio de oportunidad: Sociedad civil, empresa, doctrina y jurisprudencia, Ed. La Ley, Madrid, 2020; Justicia, reparación y reinserción, Ed. Centro de Estudios Ramón Areces (CEURA), Madrid, 2020.
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Capítulo I Rebus sic stantibus



 El principio, la regla o, si se prefiere, la cláusula rebus sic stantibus —estando así las cosas—, de creación jurisprudencial y potencial engranaje legal, constituye una renovada apuesta de universalización de la Justicia, mediante la flexibilización de la máxima pacta sunt servanda —lo pactado obliga— cuando sobrevengan circunstancias excepcionales, imprevisibles e inevitables que supongan una auténtica asfixia de, al menos, una de las partes contratantes, tal y como acontece con las inesperadas situaciones de penuria económica —y desazón— a las que nos somete la actual pandemia mundial.

La Disposición adicional séptima de la Ley 3/2020 señala, en este sentido, bajo el llamativo e ilustrativo título «cambio extraordinario de las circunstancias contractuales», que «el Gobierno presentará a las Comisiones de Justicia del Congreso de los Diputados y del Senado, en un plazo no superior a tres meses, un análisis y estudio sobre las posibilidades y opciones legales, incluidas las existentes en derecho comparado, de incorporar en el régimen jurídico de obligaciones y contratos la regla rebus sic stantibus. El estudio incluirá los datos disponibles más significativos sobre el impacto de la crisis derivada de la COVID-19 en los contratos privados».

La inserción de esta regla rebus sic stantibus en nuestro ordenamiento civil, permitirá que las condiciones de los negocios jurídicos puedan ser moduladas cuando sobrevengan circunstancias extremas que, mediando buena fe, impidan el estricto cumplimiento lo pactado. Y ello constituirá un inhibidor de una buena cantidad de conflictos al tiempo que una airosa salida, un auténtico catalizador de la litigiosidad COVID y post-COVID.

1.  INTRODUCCIÓN

La rebus sic stantibus viene para quedarse (1) . De su adecuada positivación, frente a este desierto legislativo, dependerá, en gran medida, su eficacia. Pero sea como fuere, la rebus —ya afamada y reconocida con esta familiar denominación acortada— se aplicará, por nuestros Jueces y Magistrados, en los próximos días, meses y años, dentro de un marco de excepcionalidad, pero con relativa normalidad, para coadyuvar al éxito, en tiempos de emergencia, de la pacificación negocial, de la reconstrucción del tejido productivo, del emprendimiento empresarial, del impulso de la competitividad y de la recuperación de la economía productiva. Los Jueces y Magistrados la aplicarán con o sin norma habilitante. Lo harán bajo el subterfugio de estimarla —a la rebus, se entiende— implícita en el pacta sunt servanda, al que viene, indudablemente, a flexibilizar (2) ; o lo harán con una adecuada normativa legislativa. Pero, en cualquier caso, lo harán. Nadie puede esperar, ni en el mejor de sus sueños, que el Poder Ejecutivo tenga capacidad para satisfacer, con «remedios mágicos» universales, a todos los afectados, más bien asfixiados, por contratos de riesgo medio, aniquilados en su base negocial, a los que ha sobrevenido, de manera imprevisible e inevitable, una excesiva onerosidad o, peor aún, una frustración de la finalidad contractual, capaz de estrangularlos hasta la misma fulminación (3) .

Los Jueces y Magistrados darán puntual respuesta, una vez más, a esta litigiosidad creciente, de la que depende, también en gran medida, la reconstrucción de una economía arrasada por una pandemia de inusitada magnitud.

El horizonte que se vislumbra es claro: los Jueces y Magistrados, insisto, aplicarán la rebus, sea una rebus de construcción jurisprudencial (4) , con manifiesto y sólido apoyo doctrinal (5) , sin perjuicio de algunas aisladas excepciones; sea una rebus de configuración legal, pero la aplicarán. Y en sus sentencias harán referencia, en el primer supuesto, a la jurisprudencia de nuestro TS (6) , como complemento del ordenamiento jurídico; o a la normativa específica rebus que llegue a aprobarse, en el segundo, con sustento, en todo caso, en aquella escasa, pero ilustrativa, jurisprudencia.

La pandemia trae consigo el resurgimiento de la rebus. La pandemia y la rebus son los protagonistas principales de este bienio para olvidar. La regulación de la rebus, llegado este momento, constituye un ejercicio de auténtica responsabilidad. Y ello no sólo para perfilar, en la Ley, su más perfecta construcción identitaria, con especificación de sus notas configuradoras —y, por tanto, diferenciadoras de figuras afines como el caso fortuito o la fuerza mayor con las que comparte alguna seña de identidad—, su proyección, sus límites, sus fortalezas; también, acaso, su evidenciable debilidad —el oportunismo— que ya han sido afrontados —y analizados— en sede jurisprudencial, con la consiguiente reacción doctrinal; sino, sobre todo, para colmar el gran abismo al que, en verdad, se enfrenta la rebus: la construcción de su procedimiento judicial en un auténtico campo de minas procesal.

La rebus ha sido introducida, hasta el momento, en nuestros distintos procesos, de manera, en cierto modo, «clandestina», «silente» o «encubierta», por vías procedimentales diversas, a modo de pretensiones de «modulación contractual» confundidas, por acumulación, con otras de cumplimiento o resolución contractual. Pero la rebus no ha tenido un cauce procedimental propio o específico. Y es que el TS, primero, y la doctrina, aunque de modo acompasado, pero siempre después, han podido afrontar la construcción sustantiva de una rebus exigente y rigurosa en horizontes de penuria; dos han sido, como se sabe, los momentos cruciales de nuestra historia dónde la rebus ha gozado de extraordinario protagonismo: la postguerra civil y la crisis económica de 2008. Pero ni el TS, ni la doctrina han podido afrontar, por razones obvias, la construcción de un proceso judicial para la rebus; labor reservada, en exclusiva, al Legislador nacional. Ni tan siquiera parece posible que pueda insertarse un proceso judicial específico para la rebus en las normas de Derecho civil, foral o especial, propias de ciertas comunidades autónomas, por cuánto el Derecho procesal, resulta evidente, es de ámbito estatal (7) .

Y una vez más advertimos que la rebus seguirá siendo objeto de aplicación, en nuestros procesos, durante los próximos días, meses y años, sea en un marco procedimental propio o, como lo ha hecho hasta el momento, en una clara apuesta vencedora de subsistencia, en otro general —reconducido al ordinario y/o verbal, según la cuantía— o impropio, esto es, a través de una suerte de «acumulación» o «reconvención» en procesos iniciados con otras de pretensiones, distintas a la de «adaptación contractual», pero confundidas con ella gracias a la invocación de un título o causa de pedir común. Pero a la rebus nadie la para. La rebus subsistirá, con o sin norma sustantiva, así como con o sin marco procesal. Y subsistirá por muchas razones, pero la principal, si se me permite anticipar un juicio, es porque repugna a los más elementales principios de la buena fe, de la justicia y hasta del orden público negocial, que unos contratantes se aprovechen de unas circunstancias de pandemia, de penuria, de miseria y de desgracia, para enriquecerse a costa del empobrecimiento de los otros. Porque la rebus viene, precisamente, a corregir, a mitigar y a paliar, mediante el alivio obligacional, un escenario de UCI contractual.

La rebus es la vacuna frente al virus que aqueja al emprendimiento empresarial, al sostenimiento negocial, a la emergencia transaccional y a la economía nacional. Los Jueces y Magistrados pueden acudir sin EPIS —esto es, sin normas— a sus Juzgados y Tribunales; y así lo harán si no llega a regularse, como en su día lo hicieron tantos y tantos sanitarios —ante la «inesperada» avalancha de infectados que saturaron las UCIS hospitalarias—, pero esta vez no podrá apelarse ya a una supuesta «imprevisibilidad» o «inevitabilidad», sino, antes al contrario, a una consciente y manifiesta falta de previsión por evidenciable ausencia de voluntad legislativa. Pero este itinerario, de verdadero «encarnizamiento procesal» —traducido en la fatigosa búsqueda constante de la canalización de una rebus a la intemperie de la norma— no es, desde luego, el camino más recto hacia la airosa salida que merece nuestra litigiosidad contractual post-covid.

El momento de regular la rebus ha llegado. Más difícil fue, en su momento, admitir que el ius puniendi podía ser objeto de negociación individual, así fuese en los ilícitos de menor entidad; y, sin embargo, la fuerza de las estadísticas de mediación penal, mostradas cada año por el CGPJ, nos ha hecho comprender, ante el éxito de los acuerdos privados de pacificación —y sus evidenciables beneficios— que no podemos aferrarnos al excesivo rigorismo, a la parálisis de la tradición, a la inercia del pasado y a una concepción inmovilista del Derecho procesal, cuando los designios de la realidad postmoderna discurren —y ya a toda velocidad— por otras circunvalaciones.

La legislación procesal —tanto de las instituciones clásicas, como de las figuras contemporáneas y, por supuesto, de las herramientas modernas— ha de discurrir al frenético compás de la sociedad; ha de impactar con determinación en los focos de la litigiosidad más aguda; ha de conectar con la realidad de los tiempos; ha de afrontar apuestas de modernidad; y al término, ha de implementar, ciertamente sin prisa, pero desde luego también sin pausa, procedimientos nuevos en los que la respuesta llegue a tiempo. De nada sirve la más elevada de las construcciones procedimentales, si el tiempo destinado a su realización conlleva el aniquilamiento contractual: la gloria negocial se alcanza con la adaptación temprana, no con la más perfecta solución extemporánea, al igual que la recuperación de la persona gravemente afectada por el virus se consigue con la utilización de un respirador —así sea el menos sofisticado de todos ellos— en el momento de la asfixia y no, desde luego, una vez producida su muerte, pues en tal caso de nada servirá que se le provea del mejor modelo del mercado: no habrá llegado a tiempo de impedir el aniquilamiento, la fulminación y la muerte. La rebus no sólo ha de llegar, sino que ha de llegar a tiempo. El anquilosamiento del Derecho procesal supone, sin duda alguna, el desabastecimiento de la Justicia. Y los justiciables necesitan respuestas inmediatas, sobre todo a esos conflictos urgentes, como los afectados por la rebus, de los que depende, a título individual, su día a día, así como, a nivel colectivo, la reconstrucción económica de un país devastado por una crisis todavía activa, y precisado, como nunca, de dotar a las relaciones negociales, de respaldo jurídico, seguridad y justicia. De ahí que deba regularse, con todo detalle, desde un punto de partida legislativo de la «nada» (8) , y de inmediato, la rebus sic stantibus (9) .

2.  NOTAS ESENCIALES: INDIVIDUALIZACIÓN Y FUNDAMENTO

El artículo 1258 del Código Civil establece que «los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, y desde entonces obligan, no sólo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino también a todas las consecuencias que, según su naturaleza, sean conformes a la buena fe, al uso y a la ley». Del tenor literal de este precepto, así como de su espíritu, se ha inferido, por la doctrina y la jurisprudencia, la coexistencia pacífica del principio pacta sunt servanda con la cláusula rebus sic stantibus, por cuánto las consecuencias dimanantes del cumplimiento de los contratos, conforme a lo pactado, han de ser conformes a la buena fe, concepto éste que no ampara situaciones de radical desproporción, desequilibrio o abuso.

Este rechazo explícito del «aprovechamiento usurario» de una de las partes —la aventajada por la crisis— frente a la otra —debilitada, desasistida e incapaz de afrontar la sobrevenida hecatombe económica— ha permitido construir, primero; y dinamizar, después, la rebus sic stantibus.

La excepcionalidad de esta cláusula (10)  —de «rabiosa actualidad» (11) —, identificada con episodios apocalípticos de nuestra historia moderna ha conducido a que su construcción jurídica y tratamiento —tanto jurisprudencial como doctrinal— hayan eclosionado, como se ha avanzado, en tres momentos cruciales: primero, tras la Guerra civil; segundo, tras la crisis económica de 2008; y tercero, en este momento de pandemia y, pronto, esperemos, post-pandemia.

2.1.  Individualización. Distinción de figuras afines

Las notas individualizadoras o requisitos de la rebus son, pese a construirse con vocación de dinamismo y flexibilidad (12) , ciertamente, muy exigentes. A ellos nos referiremos de inmediato, no sin antes distinguirla de figuras afines, como la fuerza mayor, para hacer notar, en la comparativa, las grandes potencialidades de la rebus —que ha sido calificada (13) —, con creatividad, como un «certificado de vida» —ante su decidida apuesta por el mantenimiento, vigencia y continuidad contractual— frente a la resolución del contrato por causa de fuerza mayor —calificada, por contraste, como otro «certificado»—, pero esta vez «de muerte» —dado que conduce, inexorablemente, a la conclusión o término contractual, seguido, en no pocas ocasiones, de la fagocitación, el cierre y el concurso—.

La actual crisis sociosanitaria justifica, por si sola, la utilización de cualesquiera de estas vías, tanto la fuerza mayor como la rebus, si bien la elección de una excluye, en juicio, la de la otra, por referirse, cada una de estas figuras, a pretensiones, al menos cumulativamente, incompatibles. Veamos, muy rápidamente, en un breve análisis comparativo y de contraste, el impacto de la fuerza mayor en la conflictividad de nuestra contratación pre-covid, antes de analizar, ya con mayor detalle, el tratamiento de la rebus frente a idéntica litigiosidad contractual, también anterior a la pandemia.

El Código Civil contempla, en su artículo 1184, la imposibilidad sobrevenida de cumplimiento de la prestación contractual por causa de fuerza mayor, al establecer que «quedará liberado el deudor en las obligaciones de hacer cuando la prestación resulte legal o físicamente imposible». Y es que, como también señala el Código Civil, en una apuesta de aproximación a la concreción del concepto «caso fortuito» o «fuerza mayor», en su artículo 1105, «fuera de los casos mencionados por la Ley y de los en que así lo declare la obligación, nadie responderá de aquellos sucesos que no hubieren podido preverse o que, previstos, fueren inevitables».

La primera diferencia que cabe destacar entre la fuerza mayor y la rebus es la evidenciable regulación o normativización de la primera figura, frente a la intemperie legislativa de la segunda, que viene discurriendo, desde bastante atrás, con grandes dificultades, por una encrucijada exclusivamente jurisprudencial.

La segunda distinción nuclear entre la fuerza mayor y la rebus es la finalidad de la pretensión que encauza un proceso u otro: la resolución del contrato sin sanción y tan sólo excepcionalmente, la indemnización por los daños ocasionados, con conclusión, en todo caso, de la relación contractual, predicable de la primera; frente al mantenimiento de esta relación, en lo posible, predicable de la segunda, con la excepcional resolución contractual, cuando aquella preferente opción de la modulación fuere, de todo punto, imposible.

La tercera diferencia esencial entre la fuerza mayor y la rebus ha de conectarse con el tipo de pretensión que cabe interponer en cada caso: así, entre tanto la fuerza mayor tan sólo dota de cobertura jurídica a las pretensiones amparadas en las obligaciones de hacer (14) ; la rebus sic stantibus parece antes bien, viabilizar las pretensiones referidas a todo tipo de obligaciones, incluidas las de dar, hacer y no hacer (15) . Y es que, ante la actual ausencia de regulación previa y expresa de la rebus, parece razonable indicar que la cobertura de esta figura deba proyectarse sobre todo tipo de pretensiones y no sólo sobre las de un «dar» estrictamente pecuniario (16) , que serán las más frecuentes pero no las únicas.

La siguiente diferenciación entre la fuerza mayor y la rebus se refiere al itinerario cronológico de los contratos sobre los que proyectan su manto protector: la fuerza mayor ampara toda suerte de contratos —de corta y larga duración— pero su invocación parece adecuarse más a los de tracto único o ejecución inmediata —imposibilidad sobrevenida de ejecutar una obligación concreta—; mientras que la rebus se refiere, a día de hoy —y sin perjuicio del ámbito expansivo, con el que se llegue a regular en un futuro— a los de tracto sucesivo o, mejor aún —como se verá, de ejecución diferida—.

La quinta diferencia entre la fuerza mayor y la rebus se residencia en la «previsibilidad» del perjuicio, permitida en la primera opción, frente a su censura en la segunda: así, el contratante afectado por una imposibilidad sobrevenida, por causa de fuerza mayor, para ejecutar el contrato en sus justos términos pudo, según expresa el propio CCiv., haberlo previsto; previsión que está absolutamente descartada del ámbito de la rebus, pues, como también se analizará, la modificación contractual tan sólo podrá instarse judicialmente, según los parámetros jurisprudenciales imperantes en este momento, ante el sorpresivo e inesperado acaecimiento de circunstancias absolutamente imprevisibles.

La sexta diferencia ha de encontrarse en el carácter conclusivo, definitivo o terminal de la imposibilidad sobrevenida —que tendrá un efecto liberatorio y, por tanto, concluyente del contrato sometido a juicio— frente al carácter marcadamente provisional, momentáneo o temporal de la rebus, que tendrá una vigencia cronológica limitada y reducida al tiempo de alivio de las condiciones pactadas en función de la persistencia o no de las circunstancias extraordinarias que provocan la modificación —siempre temporal (17) — de las prestaciones contractuales (18) .

La siguiente diferencia entre la rebus y la fuerza mayor se residencia en la causa que origina una y otra; de ahí su desigual consecuencia: entre tanto la fuerza mayor viene ocasionada por una sobrevenida imposibilidad de cumplimiento de la prestación, de ahí su carácter resolutorio; la rebus, sin embargo, no encuentra su origen en esta radical imposibilidad material, sino en una dificultad extrema, ante la «excesiva onerosidad», del cumplimiento, razón por la que se procurará, en lo posible, la conservación del contrato.

La octava diferencia se refiere, por fin, a los efectos de una y otra fórmula: entre tanto la fuerza mayor exonera, a los antiguos contratantes, a partir de su reconocimiento judicial, de toda obligación futura, incluso —normalmente— de la indemnización (19) ; la rebus, sin embargo, instaura, a partir de su constitución judicial, una nueva relación contractual que habrá de cumplirse, en todo caso, y que tan solo de manera excepcional, podrá ser susceptible de resolución.

La fuerza mayor, finalmente —y en esto resulta coincidente con la rebus— tan sólo habrá de formularse, ante nuestros Tribunales, a modo de ultima ratio, en defecto de tres opciones prioritarias: primera, la aplicación de una regulación legal que ampare el alivio obligacional de los contratos vigentes durante determinados períodos aciagos de nuestra historia moderna —como acontece, a modo de elocuente ejemplo, con las moratorias legamente establecidas durante la todavía activa crisis sanitaria (20) —; segunda, el cumplimiento de una obligación alternativa y libremente convenida entre las partes, que resulte sustitutiva de la prestación de imposible cumplimiento; y tercera, la adopción voluntaria de un acuerdo de renegociación que relaje las condiciones pactadas en tiempos de bonanza y las actualice, con ponderación, mesura y equilibrio, durante el momento de penuria.

2.2.  Fundamento y germen de la necesaria positivación: integración de la rebus sic stantibus en el pacta sunt servanda

El principio esencial de los contratos, como se sabe, es el pacta sunt servanda: lo pactado obliga. El contrato es la Ley por la que se rigen las partes (21)  y su incumplimiento —total o parcial—, dentro del plazo convenido, genera responsabilidad, que habrá de ser depurada, en defecto de nuevo acuerdo entre los mismos contratantes, por los Tribunales de Justicia.

Esta máxima esencial, elevada a la categoría de principio general del Derecho —lo pactado obliga— no podrá ser modulada, ni mucho menos excepcionada, por la mera voluntad de una sola de las partes, con evidente perjuicio de la otra, en función de sus particulares preferencias —ni siquiera, de sus sobrevenidas necesidades— durante todo el tiempo de vida del contrato.

En Derecho, como en tantas otras ramas del conocimiento científico, no existe el riesgo 0, de suerte que las personas asumen, en su cotidiana toma de decisiones, toda suerte de contratiempos, amenazas o peligros, en la mayor parte de los casos, imprevistos, inesperados e inadvertidos, al tiempo de la celebración de los contratos, a los que luego, de sobrevenir el peor de los escenarios posibles, habrán de hacer frente en todo caso. La asunción de estas contingencias es connatural a la voluntaria elección o decisión de las personas, en cada momento de su acontecer cotidiano, pues incluso la inacción y parálisis conllevan, qué duda cabe, un considerable riesgo.

En consecuencia, la máxima general del pacta sunt servanda lleva implícita la asunción de un potencial riesgo que las partes asumen, con reciprocidad, de manera expresa o tácita, en el mismo momento de la celebración o formalización del contrato sinalagmático; y ese potencial riesgo, una vez convertido en perjuicio, con el imparable —e implacable— transcurrir del tiempo, no puede, de ninguna manera, erigirse en razón, base o justificación de incumplimiento durante la vida que todavía le reste a la ejecución de ese contrato.

Ahora bien, este «riesgo» habitual del diario acontecer, connatural a la vida cotidiana y dependiente de factores exógenos y heterogéneos —incluso, entre otros, de la misma suerte de las personas— no puede compararse, por muy imprevisible que sea, con el referido a las grandes catástrofes, calamidades y hecatombes humanas, cuya magnitud trasciende su ámbito individual y privado para buscar refugio en principios básicos, en un Estado de Derecho, como el equilibrio, la solidaridad, la justicia, la buena fe y el orden público.

Estos grandes desastres, ruinas y tragedias de la humanidad provocan cambios tan profundos en las relaciones contractuales de las personas que permiten advertir, a cualquier espectador ecuánime, la conveniencia, necesidad u oportunidad, en defecto de la voluntad de los contratantes, de solicitar una sobrevenida modulación privada y, en su defecto, judicial, de los términos de los contratos firmados en tiempos de bonanza.

De ahí que la cláusula rebus sic stantibus et aliquo de novo non emergentibus —estando así las cosas y mientras no surja algo nuevo— no se oponga, en una primera aproximación, al principio pacta sunt servanda, sino que, antes bien venga a complementarlo y a dotarlo de cierto dinamismo, flexibilidad e, incluso, competitividad.

La referida cláusula (22) , regla o criterio rebus sic stantibus ha sido, así, elevada, incluso, a la categoría de principio general del Derecho contractual, en concreto, de principio de Justicia material (23) , por cuánto su invocación permite «ajustar» el resultado de una situación que ha devenido manifiestamente injusta por causas extraordinarias, imprevisibles e inevitables. Y es que lo contrario —el coactivo mantenimiento de cláusulas desproporcionadas de inasumible cumplimiento— supone la asfixia, el estrangulamiento y la fulminación de la propia relación contractual.

La rebus —así se la denomina, de manera sencilla, con curiosa familiaridad pese a la excepcionalidad de su admisión y aplicación—, se considere una cláusula, una regla, un criterio o un principio; es, en todo caso, una criatura de creación jurisprudencial, a la que el Legislador todavía no ha conferido atención alguna. Ante esta evidencia, y en plena pandemia mundial, se nos plantean dos posibles escenarios: el mantenimiento de su exclusiva construcción doctrinal y jurisprudencial o su regulación normativa, seguido del conveniente desarrollo jurisprudencial. Parece más acertado lo segundo (24) .

La rebus es una construcción, ya se ha advertido, fundamentalmente jurisprudencial, y en menor medida, aunque con auge creciente, doctrinal; y es una construcción jurisprudencial, concretamente, del TS, que desde bien pronto se refirió a ella, si bien lo hizo, sobre todo en sus primeras resoluciones, con extrema cautela, prudencia e, incluso, con cierta desconfianza, al tildarla, nada menos que de «peligrosa» (25) .

Frente a esta concepción clásica, temerosa o, si se prefiere, prudente de la rebus, en el momento de su primera construcción jurisprudencial, se alzó un segundo período, en el que este mismo Alto Tribunal afrontó su «normalización», con mayor flexibilidad, dinamismo y amplitud de miras.

La «normalización» de la rebus, operada por el TS, en tiempo relativamente reciente, pretende integrar esta cláusula, con relativa normalidad o habitualidad, en el pacta sunt servanda de los contratos desajustados o desequilibrados por causa de la eclosión de circunstancias excepcionales, imprevisibles e inevitables que supongan una ruptura de la equivalencia de las pretensiones, así como una quiebra de los más elementales principios de buena fe, igualdad, justicia, conservación, seguridad, solidaridad y orden público, a los que nos referiremos, de forma individualizada, en este estudio. Ahora bien, la completa asunción e integración de la rebus en el marco de nuestros procesos judiciales, así como su indubitado reconocimiento y aplicación, por parte de nuestros Jueces y Magistrados, dependerá, como es lógico, no tanto de los esfuerzos de actualización, modernización o dinamización jurisprudencial de esta regla, sino de su necesaria regulación legal (26) . Por decirlo en un flash: no basta la normalización, resulta precisa la positivización.

3.  REQUISITOS

Los requisitos de la cláusula rebus sic stantibus han sido configurados por la jurisprudencia de nuestro TS, en dos momentos cruciales —y claramente diferenciados— de nuestra historia relativamente reciente, ya los hemos identificado en las líneas anteriores: la postguerra española, primero, con la construcción y aplicación de una rebus rígida, encorsetada y extremadamente cautelosa (27) ; y la crisis económica de 2008 —identificada con la denominada «burbuja inmobiliaria»—, después, con una interpretación, de aquella originaria construcción jurisprudencial de la rebus algo más flexible (28) , dinámica y normalizada (29) , aunque también restrictiva (30) .

De los distintos avatares sufridos por la hermanastra pobre de la fuerza mayor, que es, sin duda, la Cenicienta rebus —siempre ignorada por el Legislador y a expensas del criterio jurisprudencial dominante en cada momento— (31) , ha de inferirse, en primer lugar, su inestabilidad sustantiva; en segundo, la inexistencia de cauce procesal; y al término, como consecuencia inequívoca de las anteriores conclusiones, la posibilidad de afrontar, de persistir la ausencia de cobertura legal habilitante, una «tercera oleada jurisprudencial de la rebus», ahora en tiempo de pandemia, que guarde escasos paralelismos con las anteriores, referidas, como se ha dicho, la primera, nada menos que a un conflicto bélico, en concreto, a una postguerra civil, seguida del advenimiento de un sistema democrático; y la segunda, a una recesión económica que, no por cíclica, deja de tener un fuerte impacto en la vida económica, jurídica y social de las personas.

3.1.  Requisitos de los contratos rebus

Aun cuando cualquier clase, naturaleza y tipo de contrato puede, en principio, verse afectado por una sobrevenida, imprevisible e inevitable circunstancia que suponga un radical desequilibrio de las prestaciones de las partes y que sea merecedor, por este crucial motivo, de una modulación con base en la cláusula rebus; no todos los contratos podrán beneficiarse de esta «segunda oportunidad», sino solo algunos de ellos. Veamos cuáles.

3.1.1.  Contratos de prestaciones diversas y contenido económico

La cláusula rebus sic stantibus afecta, en línea de principio, principalmente a los contratos económicos; y dentro de ellos, como se verá de inmediato, tan sólo a los de ejecución periódica, de duración continuada, de tracto sucesivo o de ejecución diferida, puesto que los de tracto único —caracterizados por la ejecución instantánea, en unidad de acto, de toda la prestación— no acarrean una sucesión de penalidades necesitada, para la subsistencia del contrato, de modulación, reequilibrio y adaptación a la nueva realidad económica.

La primera incógnita de la inminente regulación de la rebus será, pese a esta conservadora hipótesis de partida, perfilar o, mejor aún, determinar su ámbito objetivo, pues no sólo los contratos económicos civiles —clásicos, comunes o típicos contratos rebus— precisarán, en verdad, una modificación por causa de asfixia, sino también, dentro de esta Jurisdicción (32) , los de naturaleza mercantil; e incluso, en el marco de otros órdenes jurisdiccionales (33) , toda suerte de contratos, sean públicos o privados (34) ; y respecto de todos ellos, tanto con contenidos afectantes a prestaciones exclusivamente económicas como a otra suerte de pretensiones —de dar, de hacer, incluso de «no hacer»— únicas —sean de corta o larga duración, siempre que su ejecución sea diferida— o periódicas, de alcance diverso: entrega de bienes, prestación de servicios, etc.

La determinación del ámbito objetivo resultará muy compleja por cuánto vendrá a discriminar —y con ello, a sacrificar— unos contratos frente a otros. Los contratos de contenido económico son, en efecto, los susceptibles de generar un más evidenciable estrangulamiento obligacional, o, mejor aún y en terminología rebus, «una excesiva onerosidad», pero no parece que deban ser los únicos a los que pueda, en justicia, aplicarse esta cláusula, pues muchas otras prestaciones pueden volverse difícilmente ejecutables y generar un evidenciable menoscabo de la conmutatividad prestacional, ante el acaecimiento de circunstancias asfixiantes.

No sería, pues, razonable, que el Legislador, a la hora de afrontar el ámbito objetivo de la rebus, introdujese una discriminación por razón de la naturaleza de las prestaciones, pues todas ellas, sean de dar, de hacer o, incluso, de no hacer cosa determinada, podrían, en verdad, verse gravemente alteradas por la pandemia.

3.1.2.  Contratos de tracto sucesivo o de tracto único con ejecución diferida

El ámbito objetivo de la rebus ha de circunscribirse, como anticipábamos, a los contratos de tracto sucesivo o, en su caso, a los de tracto único, pero con ejecución, ello en todo caso, diferida. El tracto sucesivo o único con ejecución diferida constituye, en efecto, un elemento inherente a la rebus, por cuánto la aplicación de esta cláusula viene a instaurar un nuevo período contractual, acorde a las actualizadas circunstancias concurrentes al tiempo de su revitalización, y no, desde luego, a la búsqueda de una estratégica solución ante la puntual imposibilidad de cumplimiento de una única pretensión, que habrá de solventarse, muy probablemente, en unidad de acto, por otra vía bien distinta a esta, como podría serlo, entre otras opciones, el caso fortuito o la fuerza mayor.

El TS (35)  ha establecido, recientemente, una curiosa diferenciación, al efecto de la aplicación de la rebus, entre contratos de larga y corta duración, bajo la razonable creencia de la mayor incidencia del infortunio en un itinerario prolongado que en otro breve, dónde se aminoran, siquiera sea por la sola razón del tiempo, las probabilidades del perjuicio. Y ello no sólo por la mayor probabilidad de que acontezcan circunstancias excepcionales en un amplio margen de tiempo que en otro reducido (36) , sino también por la consiguiente mayor dificultad de previsión de dichas circunstancias en aquel dilatado marco cronológico.

Ahora bien, esta evidencia —la mayor probabilidad de impacto del perjuicio originado por «circunstancias nuevas» en los contratos de larga duración— de aceptación pacífica para la generalidad de casos, puede ser revertida, por ejemplo, ante contratos de corta duración —sean de tracto continuado o único, pero con efecto diferido, en ambos casos— pero de gran relevancia sustantiva, magnitud prestacional o elevada cuantía.

Así, pues, la única diferencia que, en verdad, cabe establecer, al efecto de la correcta aplicación de la rebus, no es la corta o larga duración, sino el tracto único con ejecución inmediata y en unidad de acto, de un lado, y el tracto sucesivo o tracto único con ejecución diferida en el tiempo, de otro.

La rebus tan solo resultará de aplicación, como hemos anticipado, a estos últimos, por cuánto los contratos de tracto único y ejecución instantánea carecen del más mínimo recorrido (37) , y este recorrido —por breve que sea (38) — constituye precisamente la base fáctica, espacial y temporal que habrá de verse modificada para subsistir ante la ruina provocada por las «nuevas y extraordinarias circunstancias».

Esta conclusión, de aparente modernidad, no es, sin embargo, nada novedosa, pues ya se encontraba suscrita por la máxima clásica contractus qui habent tractum succesivum vel dependentiam de futuro rebus sic stantibus intelligitur (los contratos de ejecución temporalmente diferida y dependientes de circunstancias futuras deben interpretarse adecuándolos a las condiciones existentes en el momento de celebración) (39) .

3.1.3.  Contratos de riesgo medio

Los contratos que pueden verse, eventualmente, beneficiados por la rebus son los de riesgo normal, habitual, natural o medio, en definitiva, los que comportan un riesgo razonablemente previsible; pero no, desde luego, aquellos otros caracterizados, precisamente, por su carácter especulativo o aleatorio (40) . Y en ello han coincidido, de manera unánime, la doctrina (41)  y la jurisprudencia (42) .

La asunción del riesgo puede ser expresa o tácita. En consecuencia, no serán susceptibles de modificación por la vía rebus aquellos contratos en los que, al tiempo de perfeccionarse, las partes previeron —y asumieron— un determinado riesgo que, al cabo del tiempo, llegó a convertirse en un peligro real o materializarse, por cuánto uno de los elementos esenciales de la construcción jurisprudencial de esta cláusula es, precisamente, como se verá, la «imprevisibilidad». Pero tampoco serán susceptibles de modificación por la vía rebus aquellos otros contratos cuyo riego asumieron, de manera callada, implícita o tácita, los contratantes, por tratarse de un riego que hubiera podido preverse (43)  —y ello no obstante, de forma voluntaria o involuntaria, no se manifestó— o de otro connatural a ese tipo de contratos.

En consecuencia, la rebus no extiende su manto protector frente a los contratos riesgosos (44) , sean por naturaleza —distribución legal— o por asunción libre, consciente, deliberada y consentida —ya sea en forma expresa, ya tácita— de los contratantes —distribución voluntaria—.

Ahora bien, el riesgo que acecha a cada contrato, ha de reconocerse, cobra magnitud o entidad real, en el proceso rebus cuando, una vez transmutado en pérdida, perjuicio o, si se prefiere, daño, afecta tan sólo —o al menos de forma mucho más relevante— a una de las partes que a la otra (45) , pues de inquietar a ambas, de forma equilibrada, recíproca y proporcionada, entonces no podría apelarse al desequilibrio contractual, que ha de integrar, por fuerza, la base esencial del contrato, susceptible de adaptación por aquella cláusula rebus.

Y es que la rebus constituye un complemento, que no una excepción (46) , del pacta sunt servanda precisamente por eso: porque incorpora al contrato, siquiera sea extemporáneamente —en un momento distinto y posterior al de su celebración— los riesgos que no se conocieron y, por tanto, no se aceptaron al tiempo de la prestación de la voluntad de sus integrantes, quiénes no deben asumir, en un momento posterior, individualmente, tales inconmensurables perjuicios (47) .

3.2.  Requisitos de las «nuevas circunstancias»

El éxito de la rebus se hará depender, una vez esclarecido el tipo de contratación susceptible de modulación por el surgimiento de «nuevas circunstancias», de que estas circunstancias —sean las que fueren (48) — vengan, a su vez, caracterizadas, de manera yuxtapuesta, por los requisitos siguientes: primero, que tengan suficiente capacidad de impacto en la relación negocial como para provocar una severa mutación de la reciprocidad de las prestaciones pactadas al tiempo de la perfección del contrato; segundo, que originen una alteración de tal magnitud, entidad o enjundia que, directamente, supongan la fatal destrucción de la conmutatividad del contrato; tercero, que además de ser novedosas, sean sobrevenidas, imprevisibles e inevitables; y al fin, cuarto, que eclipsen o, peor aún, bloqueen cualquier alternativa de reparación y ubiquen, al menos a uno de los contratantes, el más desfavorecido, en un escenario de auténtica aniquilación obligacional.

3.2.1.  «Nuevas circunstancias» con frenética capacidad de impacto en la relación contractual

Las «nuevas circunstancias» han debido impactar en la relación negocial de forma tan manifiestamente agresiva, intrusiva y abrupta, para que pueda apelarse a la rebus, que la «excesiva onerosidad» —o «desequilibrio exorbitante»— de las prestaciones contractuales sea, precisamente, la consecuencia de aquellas sobrevenidas e impactantes, así como imprevisibles e inevitables «nuevas circunstancias».

Y ha de destacarse en este momento que no es la «excesiva onerosidad», por sí sola, la clave de exitoso acceso a la rebus —pues bien pudiera esa relación contractual haberse asentado, ab initio, y por expresa voluntad de las partes, en una contraprestación exagerada, desequilibrada o desproporcionada (49) —, sino la «excesiva onerosidad» provocada, precisamente, por las novedosas circunstancias.

De ahí que el reajuste, sea por obra de una renegociación entre los contratantes, sea por resolución judicial, deba alcanzarse, no sólo por razones de justicia, equidad y solidaridad, sino, precisamente, de fidelidad a lo pactado, negociado o consentido —bajo el aura de unas circunstancias bien distintas— con la legítima finalidad de mantener el equilibro prestacional con el que se perfeccionó, en su día, el contrato.

En consecuencia, serán las nuevas y extraordinarias circunstancias las que han originado el desequilibrio, la desproporción o el desajuste obligacional de unos contratos que nacieron con vocación de ser ejecutados, sin mayores infortunios, en tiempos de normalidad.

3.2.2.  «Nuevas circunstancias» con capacidad de provocar la destrucción de la conmutatividad del contrato

Estas «nuevas circunstancias» han de provocar, por sí solas, la destrucción de la conmutatividad del contrato. Esta destrucción de la conmutatividad del contrato conlleva el desequilibrio, la desproporción y, al término, la desestabilización de la relación contractual, por cuánto, a partir del momento crucial de la hecatombe económica, ya no podrá mantenerse la reciprocidad o equivalencia típica de los contratos sinalagmáticos entre prestación y contraprestación.

Esta falta de proporcionalidad, conmutatividad y reciprocidad entre la prestación y la contraprestación es el elemento nuclear de la rebus, pues la severa minoración del poder adquisitivo, de uno de los contratantes, en una demoledora pendiente negocial de pérdidas, no es, por sí sola, razón suficiente para instar la modificación contractual, resultando necesario, para instar con probabilidad de éxito la mutación contractual, una auténtica conditio sine qua non, consistente en que uno de los contratante resulte aventajado, enriquecido o beneficiado, precisamente como consecuencia de la devaluación, el empobrecimiento o el perjuicio irrogado, en idéntica proporción, por las novedosas circunstancias, al otro, en concreto, a quién, en pleno abismo económico, solicita dicha mutación. Y ello con independencia de quién ocupe el papel de perjudicado —empresario, trabajador o contratante individual— (50)  pues la construcción de una rebus para un sector de la ciudadanía, en detrimento del otro, atentaría contra el más elemental principio de igualdad, en el bien entendido de que la rebus viene a revitalizar la conmutatividad los contratos negociales cuya base negocial ha sido aniquilada por unas circunstancias imprevisibles e inevitables, no a potenciar jurídicamente «ensoñamientos» tales como el debido «reparto de la riqueza» en el advenimiento de una suerte de fantasía contractual postmoderna.

Y es que la nota diferencial entre la rebus y algunas figuras afines reside, precisamente, no en la imposibilidad de cumplir el contrato en sus justos términos, por causa de endeudamiento (51) , sino en la extraordinaria dificultad de su ejecución, por causa de la imprevista e inevitable destrucción de la conmutatividad del contrato, que puede traducirse, tanto en la «excesiva onerosidad» como en la «frustración de la finalidad del contrato». A la «excesiva onerosidad» ya nos hemos referido. La «frustración de la finalidad del contrato» conlleva que uno de los contratantes, en particular, el perjudicado, no podrá apenas hacer uso de sus esenciales y determinantes prestaciones. La frustración del contrato es, ha de advertirse desde este incipiente momento, la última ratio de la rebus, pues el contratante afectado por dicha frustración tan sólo propondrá esta regla, como se verá, cuando todavía pueda verse beneficiado, siquiera sea parcialmente, por alguna prestación contractual, siquiera sea tangencialmente, pues de no resultar aventajado en nada —por resultarle absolutamente inservible—, ni tener la menor expectativa de mejora, entonces se verá, inexorablemente, abocado a la resolución (52) .

3.2.3.  «Nuevas circunstancias» sobrevenidas, imprevisibles e inevitables

La alteración de las circunstancias no ha de ser tan sólo extraordinaria, conforme a los términos de relevante impacto negocial recién apuntados, sino también, y de manera yuxtapuesta, sobrevenida, imprevisible e inevitable.

La alteración «sobrevenida» hace referencia a la aparición ulterior en el tiempo de las circunstancias calamitosas, de suerte que la rebus sic stantibus nunca podrá amparar, como es lógico, circunstancias cronológicamente acontecidas —y por tanto, conocidas— con anterioridad a la contratación. Así, pues, cualquier contratación coetánea o posterior a la misma declaración del estado de alarma, por RD 463/2020, de 14 de marzo, no podrá —o al menos, así nos lo parece (53) — verse amparada por el manto protector de la actual crisis sociosanitaria, por cuánto, a partir de este momento ya no puede apelarse a la «imprevisibilidad» a la que, de inmediato, nos referiremos.

La sorpresividad, imprevisión —individual— o imprevisibilidad —general— de las novedosas circunstancias motivadoras de la mutación contractual ha de identificarse con la subjetiva imposibilidad de prever, con antelación en el tiempo, el surgimiento de aquellas «nuevas circunstancias», tras la asunción, expresa o tácita, de un riesgo normal, habitual o medio de cualquier contrato; y no, desde luego, con la de un alto riesgo, como acontece con los contratos aleatorios, pues la rebus tan solo ampara, como es lógico, a los perjudicados, de buena fe, en las relaciones contractuales desestabilizadas por circunstancias no asumidas, consentidas ni conocidas al tiempo de la perfección del contrato. De haberse conocido a tiempo estas demoledoras circunstancias, entonces los contratantes habrían tenido capacidad de reacción suficiente, bien para evitar la contratación, bien para adecuarla a los riesgos que, previsiblemente, habrían de soportar, transmutados en perjuicios, a lo largo de su ejecución.

La rebus no ampara, en consecuencia, las situaciones que hubieren podido ser objetiva y razonablemente previstas al tiempo de la perfección de los contratos (54) . En consecuencia, la imprevisión no es fruto de la negligencia, del descuido o, en otro caso, de la asunción tácita e implícita del riesgo, sino todo lo contrario: la imprevisión en concreto es causa de la flagrante imprevisibilidad general de dicho riesgo.

La previsibilidad del riesgo depende, por lo demás, en gran medida, de la información de que dispongan las partes contratantes, respecto del riesgo asumido, al tiempo de la perfección del contrato, pero también, como es lógico, de su pericia (55) , pues no puede exigirse idéntica capacidad y preparación técnica a una persona que se sumerge, por vez primera, en ese tipo de contratación, que a un profesional (56)  —inversor sofisticado— o líder del sector afectado por el surgimiento de circunstancias que, con un conocimiento más profundo de ese concreta actividad empresarial o financiera (57) , bien podría haber vislumbrado aquél riesgo y, en consecuencia, haberlo evitado (58) .

La alteración incontrolable, involuntaria e inevitable se identifica con la dramática transformación económica de la nueva realidad contractual, operada por el implacable acaecimiento fortuito de circunstancias sobrevenidas, que no son obra de las partes y por tanto, no pueden imputarse a su negligencia, ni tan siquiera, en verdad, a su desventura. Si esta alteración fuera imputable a alguna de las partes, entonces no podría aplicarse la rebus, pues su manto protector tan sólo alcanza al surgimiento de circunstancias totalmente ajenas a la actuación de las partes y no, desde luego, a su falta de diligencia, de responsabilidad o de previsibilidad (59) . Finalmente, la inevitabilidad exigible al solicitante de la modulación contractual vía rebus, ha de identificarse con la incapacidad, bien de evitar la superveniencia de las «nuevas circunstancias», bien de minorar la lesividad de sus devastadores efectos en el desequilibrio contractual.

3.3.  Relación de causalidad entre las «nuevas circunstancias» y el desequilibrio prestacional

La mera existencia de circunstancias —sobrevenidas, imprevisibles e inevitables— no basta, finalmente, por sí sola, para que deba proveerse, a los contratantes, siempre y en todo caso, de la solución rebus sic stantibus, sino que se hace preciso que, además, esas circunstancias fácticas (60)  impacten, en el contrato, de tal forma que sean, precisamente, las causantes de la extrema dificultad de cumplimiento (61) . Esta relación de causalidad entre la agresividad de las nuevas circunstancias y el desequilibrio contractual —susceptible de graduación en función del impacto de aquellas en este— diferirá en función de factores diversos, pero habrá de demostrarse, mediante un razonable principio de prueba (62) , en todo caso. No todos los contratos precisarán un reajuste, ni todo ellos habrán de regirse, como es lógico, por adaptaciones comunes, sino que dependerá, entre otros favores, de la naturaleza, magnitud y radicalidad del desplazamiento del riego (63) . De ahí que no sea posible aplicar «recetas universales» a la heterogeneidad de contratos que se sometan a revisión contractual, en las postrimerías de la pandemia. Y ello sin perjuicio, eso sí, de que la aceptación de la conocida «sentencia testigo», para los casos similares o, incluso, idénticos, podría contribuir a dinamizar esta litigiosidad masiva, que precisa, por afectar a las mismas bases de nuestra economía, una tramitación urgente y preferente.

4.  PRINCIPIOS INSPIRADORES

4.1.  Buena fe

Los derechos, según el artículo 7 del Código Civil, deberán ejercitarse conforme a las reglas de la buena fe. El TS se ha ocupado de exponer (64) , con todo detalle, que repugna a las normas de la buena fe el aprovechamiento, de una de las partes, con claro abuso frente a la otra, cuando el advenimiento de nuevas circunstancias, ajenas por completo a la voluntad y diligencia de las partes, modifica estructuralmente la base negocial, al extremo de proferir un gravoso perjuicio a una de ellas, precisamente en beneficio de la otra. Y es este juego de equivalencias o relación de causalidad entre el extraordinario beneficio de uno y el correlativo perjuicio del otro, el que precisamente resulta incompatible con la más elemental filosofía de la buena fe, que ha de mantenerse no sólo al tiempo de la perfección, sino también durante toda la vida del contrato (65) .

4.2.  Igualdad

El principio de igualdad se ve gravemente afectado por la cláusula rebus sic stantibus pues las situaciones sobrevenidas, inesperadas e imprevisibles, susceptibles de ser calificadas como «catástrofes extraordinarias», habrán de serlo para todos los casos o para ninguno, pero no, desde luego, tan solo para unos, en detrimento de los otros. Esto equivale a afirmar una evidencia: la postguerra civil, la crisis de 2008 y la pandemia de 2020 se considera una circunstancia sobrevenida, inesperada, imprevisible y calamitosa para todos los contratos o para ninguno (66) , pero repele a las normas más elementales de la lógica, de la razón y del sentido común que esta consideración no se alcance con univocidad, coherencia e igualdad. Cosa distinta será, una vez declarada la efectiva aparición de una situación trágica, conforme a aquellos atributos, con alcance general y para todos los casos, el determinar cómo esa calamidad universal impacta en cada caso concreto y ahí será dónde el Juez, en defecto de acuerdo entre las partes, pueda, a petición de, al menos una de ellas, proceder a modular las cláusulas de cada contrato.

Este canto a la «igualdad» en la aplicación de la rebus sic stantibus parece muy elemental, pero encierra un grave problema: ¿Quién determina que una situación sobrevenida conforme a los requisitos exigidos es digna de ser calificada como calamitosa a los efectos de la posible modulación de los contratos celebrados con antelación a su advenimiento? En último término, el TS —como así lo ha hecho en alguna ocasión (67) —, pero ha de significarse que el tiempo transcurrido hasta que llega esta declaración última es, en expresión proustiana, «tiempo perdido», en un momento de gran incertidumbre, emergencia y convulsión económica, dónde, precisamente, la agilidad y fijeza de la respuesta judicial resulta apremiante.

La rebus precisa, para ser eficaz en su respuesta —rápida, última y segura— y eficiente en sus medios, de una primera declaración judicial del ámbito afectado por la situación calamitosa, que hasta el momento ha sido estatal: guerra civil, crisis de 2008 y COVID-19, pero no cabe descartar que también pudiera llegar a serlo autonómica, ante una grave regresión económica o calamitosa situación de una concreta comunidad autónoma.

Entre tanto la declaración estatal debiera corresponder, en buena lógica, al TS (68) ; la autonómica, al TSJ de la concreta comunidad autónoma afectada, en su contratación civil, por los efectos nocivos de una sobrevenida, inesperada y grave ruina económica. Y a partir de esta declaración general, ya cabría que los contratantes pudieran, de no resultar exitosos los acuerdos de renegociación a los que deben, en primer término, ser compelidos, acudir a los Juzgados de instancia, para modular, a través de un juicio rápido, las cláusulas que, en efecto, quiebran el equilibrio, la reciprocidad o la conmutatividad de su particular contrato sinalagmático.

Y es que, muy a pesar de la conclusión iniciática relativa a la consideración universal de que estamos ante unas «condiciones nuevas», que impactan, de forma severa, en un determinado escenario económico y social, todavía quedan por despejar múltiples factores, que habrán de ser evaluados en el caso concreto, respecto, entre otros aspectos, a la imprevisibilidad, inevitabilidad, la no asunción del riesgo y la excesiva onerosidad. De todos ellos conocerán los Jueces y Magistrados a los que correspondan los distintos procesos rebus con arreglo a las normas generales de jurisdicción y competencia. En consecuencia, habrá de discernirse entre el negativo o positivo reconocimiento judicial expreso y previo del advenimiento de unas circunstancias imprevisibles e inevitables merecedoras de aplicación de la rebus para su extensión a los restantes casos: así, de estimarse que las circunstancias no son merecedoras de modulación contractual vía rebus, tal y como aconteció, por ejemplo, en su momento, con la pérdida del valor adquisitivo de la moneda (69) , entonces esta negativa servirá de precedente para todos los casos: ninguna demanda rebus futura será exitosa por esta causa. Ahora bien, de estimarse, en sentido contrario, que unas determinadas circunstancias sobrevenidas, imprevisibles e inevitables sí son merecedoras de modulación contractual vía rebus, entonces ha de advertirse que esta condición es necesaria pero no suficiente para su estimación judicial, por cuánto no se producirá una extensión automática de efectos, sino que el Juez valorará, caso por caso, el impacto de esa reconocida causa rebus, conforme a las pruebas practicadas respecto de cada específico (70)  y tan sólo accederá a la modulación de aquellos contratos sinalagmáticos, cuyas contraprestaciones realmente hayan devenido absolutamente desproporcionadas.

4.3.  Justicia

En íntima conexión con la igualdad de todos los justiciables ante una causa común de suficiente envergadura como para justificar la modulación contractual, ha de apelarse a la justicia —o injusticia— del caso concreto. De ahí que el reconocimiento de la sorpresiva e inesperada aparición de una circunstancia realmente catastrófica, como pudiera serlo, en la actualidad, la pandemia, no pueda erigirse, por sí sola, en causa o motivo de una aplicación judicial generalizada o automática de «modulación contractual» para todos los casos albergados bajo el paraguas de aquella circunstancia común, la pandemia (71) .

La Justicia lo será del caso concreto, una vez advertida la extraordinaria circunstancia —imprevisible e inevitable— de la pandemia, y a la vista de los criterios jurisprudencialmente establecidos (72) . Y ello con independencia de la posibilidad —que se estudiará, por razón de su amplitud, en otros trabajos— de extensión de efectos, en sus distintas modalidades, para todos los casos idénticos (73) .

La justicia o injusticia de la modulación contractual, siempre en el caso concreto, corresponderá a la decisión del Juez, tras la celebración de un proceso rápido, cuando las partes no hubieren sido capaces de alcanzar, por sí mismas o asistidas por profesionales —así, tras un intento fallido de mediación— un resultado armonioso.

Esta priorización de la Justicia contractual (74) , ante la sorpresiva aparición de circunstancias desestabilizadoras, parece abrir una brecha entre la Justicia conmutativa —flexible, dinámica e innovadora— y la seguridad jurídica en el tráfico —estable, previsible, cierto— (75) , que habrá de despejarse en favor de una adecuada —y sincrónica— coexistencia pacífica de ambos elementales principios —Justicia y seguridad jurídica—. Y es que la aplicación rigorista, ciega, inflexible y estricta del principio de vinculación contractual, ante el advenimiento de circunstancias que no fueron previstas —ni, por tanto, pactadas— por los contratantes al tiempo de la celebración del contrato puede ocasionar situaciones de radical injusticia (76) , merecedoras, por esta misma causa —además de por otras tantas, de conservación, equidad, conmutatividad y hasta orden público— de ser revisadas (77) . Ello ha de venir de la mano, como se verá, de una regulación legal y no de los avatares jurisprudenciales de la rebus a lo largo de los distintos tiempos, en los que, ahora más que nunca (78) , de no abordarse con prontitud, llegará demasiado tarde.

4.4.  Conservación

El principio de conservación negocial (favor contractus) adquiere una relevancia capital en la aplicación de la rebus, por cuánto su admisión judicial —en defecto de «renegociación voluntaria»— conllevará, a buen seguro, en la mayor parte de los casos, el mantenimiento del contrato, en lugar de su resolución, con todos los beneficios que ello comporta para la viabilidad de las empresas, el restablecimiento del tejido productivo y, al término, la recuperación de la economía. Parece mentira que las empresas, tras la regulación, por la LO 5/2010, de la responsabilidad penal de las personas jurídicas, afronten programas de cumplimiento, cada vez más depurados, frente al potencial riesgo criminal, y sin embargo, no esté contemplada la equivalente creación, análisis y perfeccionamiento, a modo de plan de contingencia, de estos mismos programas de cumplimiento contractual ante el riesgo económico. Sin perjuicio de lo anterior, ha de destacarse que el valor Justicia tan sólo se alcanzará, con la deseable prontitud, eficacia y eficiencia, ya en el plano represivo, cuando en un mismo y único proceso se resuelva, de una vez por todas, sobre la viabilidad —y consiguiente revisión— o inviabilidad —y pareja rescisión— del contrato sometido a juicio, pero no se hacen depender, ambos tipos de pedimentos, de procesos judiciales distintos. Y ello sólo será posible si el proceso rebus integra, entre sus pretensiones, una primera y principal petición de modificación, así como una segunda y subsidiaria, referida a la rescisión (79) , para el caso de que aquella modulación, por la circunstancia que fuere, no resultase exitosa.

4.5.  Seguridad jurídica

Aun cuando la falta de positivización de la rebus no ha conllevado su inaplicabilidad, pues el TS se ha bastado, con su sola jurisprudencia, para crear y hasta consolidar esta figura, lo cierto es que su aplicación judicial, por parte de los Juzgados y Tribunales, debiera hacerse con base en la Ley, como fuente primera del ordenamiento jurídico (art. 1.1 CCivil), y no, sin embargo, en un complemento del ordenamiento jurídico, como es, precisamente, la jurisprudencia de nuestro Alto Tribunal (art. 1.6. CCiv.). Y ello, fundamentalmente, por razones de seguridad jurídica, pues la Ley dota, en nuestro actual estado de Derecho —presidido, como se sabe, por el principio vertebrador de la legalidad—, a las relaciones jurídicas —en este caso, contractuales—, de una fijeza, estabilidad y, al término, seguridad jurídica, bien distintas a las esperables de la jurisprudencia, por muy firme, constante y consolidada que sea. La Ley ofrece, qué duda cabe, además, una legitimación de la rebus (80)  muy superior a la dispensada por la jurisprudencia. En su lógica consecuencia, la positivación de la rebus contribuirá a dotar de seguridad jurídica, en un primer reto de «modernización», a nuestro vigente Derecho contractual.

4.6.  Solidaridad

La cláusula rebus responde, asimismo, así nos lo parece, a una filosofía de solidaridad, proporcionalidad y reciprocidad, bien distinta a la que inspira el resto del ordenamiento jurídico privado, pues se estructura sobre un pilar esencial: la inadmisibilidad de que unos contratantes se aprovechen de la desgracia de los otros para enriquecerse a su costa (81) .

Y ello supone que el Tercer Poder del Estado, ante el desfase grave, sobrevenido, inesperado e inevitable, deba intervenir en favor de la adecuación de las cláusulas contractuales a la realidad económica del momento en que despliegan sus efectos, pues lo contrario supondría dejar a los justiciables, al albur del infortunio provocado por acontecimientos de mayúscula gravedad, con claro resentimiento de estructuras económicas, sociales, jurídicas y hasta, morales de un país civilizado.

La mejor respuesta a una conflictividad contractual como la provocada por la actual crisis sociosanitaria habría de venir, según algunos autores, de la mano de una Justicia distributiva, con una respuesta normativizada y unificada, de aplicación global, para todos los contratantes; y no de otra conmutativa (82) , en la que los deban Jueces, caso por caso, ofrecer respuestas dispares e individualizadas a los casos singulares.

Esta solución colectiva parece apropiada, sin duda alguna, para colmar los efectos más nocivos, dramáticos, cruentos y críticos de la pandemia en un primer momento de emergencia, tal y como así ha acontecido con las —por cierto, insuficientes (83) — moratorias legalmente establecidas o, incluso, con las reducciones de alquileres (84) , pero lo cierto es que tras esta primera batalla, tras esos «picos» de asfixia contractual, relacionados —sobre todo— con el confinamiento, parece despertar un horizonte nuevo, un año, el 2021, en el que, cada vez más próximos a la normalidad que deje tras de sí esta pandemia, una vez operativa la vacuna, habrán de reactivarse múltiples contratos, con una expectativa de vida que va mucho más allá de este fatídico paréntesis.

Estos contratos, obviamente, no son simétricos: unos son homogéneos y otros heterogéneos; ya hemos advertido que, en territorio rebus, pueden además serlo de toda clase, especie y naturaleza, así como con toda suerte de prestaciones y contraprestaciones. La casuística de aspectos a enjuiciar, para determinar la modulación contractual o su resolución, es, una vez más, amplia: además de los requisitos de los contratos rebus, de las circunstancias rebus y de la relación de causalidad entre unos y otras, a los que ya nos hemos referido; han de evaluarse, entre tantos otros factores, las posiciones de las partes, el contenido sustantivo, la viabilidad del cumplimiento, los intereses particulares, la capacidad de subsistencia, la oportunidad de reactivar una empresa, la conveniencia de despejar otra, etc. Naturalmente, tan sólo los Jueces y Magistrados podrán canalizar, con la debida individualidad, tantos y tantos conflictos contractuales como los necesitados, para subsistir, de una adaptación negocial y, en su defecto, judicial.

Y es que la conflictividad contractual no es susceptible de ser resuelta mediante soluciones generales, sino particulares (85) ; ni mucho menos de que el proveedor particular de dichos «remedios mágicos» sea el Ejecutivo, cuyas medidas de alivio minorarán, a buen seguro, una buena parte de la asfixia contractual de nuestro país, pero en unos casos no resultarán necesarias —por aplicarse, de manera indiscriminada, también a personas que, perfecta o, incluso, sobradamente tienen capacidad de subsistencia a la pandemia— y, en otras no llegarán a evitarla —por no colmar la totalidad del «agujero» económico en que se encuentran inmersos algunos otros contratantes, manteniendo la insostenibilidad contractual—. Y ello más allá de la polémica, en la que no deseamos entrar, en este contexto, pero sí dejamos apuntada, respecto de la intromisión, acaso excesiva, del Poder público, en las relaciones privadas de las personas.

La realidad se impone y como siempre, una vez más, el Tercer poder del Estado será el encargado de salvar, caso por caso —con expresión machadiana: golpe a golpe— en un constante fluir de sentencias, la conflictividad contractual y con ella, la reactivación del tejido productivo, la dinamización de la economía y la individualizada reconstrucción de la conmutatividad prestacional de los contratos arrasados por la pandemia.

Este principio de solidaridad ha de coexistir, por lo demás, en la configuración de la rebus, antes con los de buena fe y la conmutatividad (86) , que con la equidad, principio este último —el de dar a cada uno lo suyo— también presente, pero inmerecidamente devaluado (87) , frente a los anteriores (88) , por razón de su aparente subjetividad (89) . En este sentido, la filosofía de la rebus se asienta en un principio de solidaridad, auténtico corazón de la cláusula, cuya arteria principal, la aorta, es la encargada de transportar, una vez ajustado el equilibrio de las prestaciones, la sangre oxigenada al resto de las arterias: buena fe, conmutatividad y, en último término, equidad, para lograr que la economía contractual continúe bombeando en tiempos de pandemia.

La entrada al proceso de la rebus no vendrá, en definitiva, a conmutar la voluntad de las partes, por otra judicial, en un juicio clásico, dónde deba atenderse a las razones parciales, sino a equilibrar, compensar o reestructurar la posición debilitada, frente a la fortalecida, como consecuencia del envilecimiento —excesivo incremento o disminución—, operado por «las nuevas circunstancias», en el valor de las prestaciones recíprocas.

4.7.  Orden público

Los criterios de admisión de la rebus habrán de fijarse, con concreción (90) , claridad (91)  y precisión (92) , pero en un numerus apertus, por cuánto el ámbito objetivo de una figura que ampara, precisamente, la sorpresiva aparición de circunstancias excepcionales, involuntarias, imprevisibles e inesperadas, cuya cabal individualización no podrá, como es lógico, preverse apriorísticamente, hasta sus últimos términos; tampoco encorsetarse en un listado cerrado; ni mucho menos quedar casuística y ciegamente prefijada (93) . Ahora bien, algunas de las causas que fundamentan la modulación contractual operada por la admisión de la rebus pueden llegar a estar íntimamente relacionadas con razones de orden público contractual, por cuánto una masiva «fuga contractual», originada por un desastre económico como el esperable tras una pandemia mundial, puede conllevar la asfixia, el aniquilamiento y la fulminación de un buen número de contratos empresariales que agudicen, todavía más, la desgraciada recesión económica de nuestro país. De ahí que su regulación, en tiempos de crisis, sea una exigencia de orden público contractual. La rebus ha de venir, por tanto, para quedarse y para proyectar sus benefactores efectos, tanto sobre los casos aislados de contratos individuales, cuya base negocial ha sufrido una severa transformación, merecedora, por esta causa, de revisión; como para la litigiosidad contractual masiva, cuya reparación inmediata resulta precisa por auténticas razones de orden público contractual (94) 

5.  CAUCE PROCEDIMENTAL

Y una vez analizada la construcción —fundamentalmente jurisprudencial— de la rebus, con sus elementos individualizadores, sus caracteres esenciales y sus principios inspiradores, nos resta avanzar cuál deba ser la estructura procedimental para lograr su adecuada canalización ante los Tribunales de Justicia. Lo deseable sería, lógicamente, que el Poder Ejecutivo tuviese suficiente capacidad operativa y distributiva para dotar, a los distintos conflictos negociales, de soluciones —singulares o colectivas pero— «a su medida» y, con ello, eludir la perniciosa «judicialización» de esta litigiosidad masiva (95) , pero esta pretensión no nos parece realista a medio plazo. Cierto es que se han dictado diversas moratorias para aliviar los efectos más agresivos del comienzo de la pandemia, que han contribuido —a buen seguro— a minorar la litigiosidad contractual, pero ello no es suficiente, no alcanza a la multiplicidad de conflictos que deja a su paso esta crisis sociosanitaria y que corresponderá, siempre en defecto de renegociación entre las partes, ventilar a los Jueces, a través de un proceso sencillo, ágil, flexible, garantista, económico e íntegramente digitalizado (96) .

Una vez fijados, con la máxima claridad y precisión posibles dentro de un ámbito de aplicación que, por fuerza, ha de ser dinámico, flexible, elástico y aperturista —sería contradictorio regular, con cerrazón y rigidez, la canalización procedimental (97) , del impacto provocado por las «circunstancias», precisamente, inesperadas, sorpresivas, inadvertidas, imprevisibles e inimaginables al tiempo de su positivación—, hemos de detallar cuál debiera ser el procedimiento adecuado. En este sentido, podríamos pensar en alguno de los múltiples, seguramente demasiados, procesos y expedientes judiciales ya existentes en nuestra legislación procesal tanto contenciosa —Ley de Enjuiciamiento Civil— como voluntaria —Ley de Jurisdicción voluntaria— o, acaso en otro de construcción ex novo, ingeniado exclusivamente para la modulación contractual por causa rebus.

La inmediatez que debe caracterizar al nuevo proceso rebus, nos impulsa a pensar, en una primera aproximación, en un proceso sumario, un interdicto de rebus: no sería una mala opción, desde luego que no, pero presenta el notable inconveniente del «arrastre procedimental», pues los contratantes aventajados por la crisis mantendrán abiertos en el tiempo, a buen seguro, el interdicto rebus —con su limitada cognición— y un ordinario rebus —ya en todo su esplendor cognoscitivo— para acabar por entregar la causa, finalmente, al ordinario correspondiente, que es lo que, con la regulación de un proceso rebus ultraligero, precisamente tratamos de evitar. Así, pues, esta opción —que no es mala, pero tampoco la mejor de las posibles— ha de descartarse.

La reciente propuesta de modificación del Código Civil, para la plausible inserción, en cinco apartados (98)  —de nueva creación— adicionados al artículo 1258, suscrita por los grupos parlamentarios Compromis, Ciudadanos y Grupo Parlamentario Plural apuesta, con notable tino, por la Jurisdicción voluntaria. Y es que, efectivamente, la misma fugacidad procedimental a la que aspira el proceso rebus puede ensayarse, sin duda alguna, con un expediente de Jurisdicción voluntaria, entregado, eso sí, indefectiblemente al Juez —y no a otros profesionales— por la evidenciable labor de «enjuiciamiento» que se habrá de afrontar al término de su procedimiento. El problema —que no es menor— de la Jurisdicción voluntaria es la ausencia de cosa juzgada material característica de todas sus resoluciones, de suerte que una vez concluido el expediente, mediante resolución favorable, pongamos por caso, a la efectiva modificación contractual, todavía podría revertirse esta primera respuesta judicial en otro contencioso posterior (99) , con la consiguiente ralentización del resultado final y el innegable varapalo a la seguridad jurídica que debiera caracterizar el tráfico negocial, especialmente en tiempo de pandemia.

En consecuencia, y muy a pesar de que no era nuestra intención contribuir a plantar un árbol más en esta salvaje «selva procedimental» (100) , hemos de concluir que un nuevo proceso rebus debe ser creado: un proceso íntegramente electrónico, con tres fases: alegaciones, prueba y sentencia. Un proceso preferente y de tramitación exprés, pero con cognición plena y, naturalmente, con fuerza de cosa juzgada.

La primera fase de este proceso rebus debe integrar, así nos lo parece, una invitación, incluso una pro-activa incitación al acuerdo, a la renegociación y a la pacificación contractual. Esta incitación no debiera ser meramente testimonial, convirtiendo el trámite en una «ficción», pero tampoco, desde luego, una imposición.

La filosofía de la rebus, de readaptación provisional y temprana de los contratos, bajo exigentes requisitos objetivos, no resulta conciliable con la obligatoria imposición de una renegociación, que puede «formalizarse» hasta el extremo de invertir tiempo, dinero y esfuerzo en un trámite inocuo. Y es que la defensa del principio de autonomía de la voluntad de las partes resulta inconciliable con la imposición, a una de ellas, de tolerar, contra su voluntad, un intento de «negociación», menos aún de aceptarla (101) . Esta renegociación ha de plantearse como una alternativa a la opción judicial (102) , en similares condiciones a los mecanismos extrajudiciales —mediación y arbitraje— pero no como un requisito de procedibilidad, susceptible, incluso, de generar responsabilidad.

La primera fase del procedimiento judicial de modulación contractual por causa de rebus sic stantibus debiera consistir en exhortar a las partes, a elegir un camino rápido, económico y, según el caso, especializado de resolución del conflicto, como lo es la conciliación intrajudicial o; en otro caso, la externacionalización del conflicto y consiguiente derivación a alguno de los «medios adecuados de resolución de controversias».

La externalización del conflicto o desjudicialización debiera ser, bajo mi punto de vista, totalmente voluntaria, de suerte que ni un camino ni otro —mediación, arbitraje o cualesquiera otros «medios adecuados de resolución de controversias» (103) — debieran erigirse en «requisitos de procedibilidad» del proceso judicial —como impone el ALMEP—, si bien esta voluntariedad tampoco ha de equipararse a la «suerte», «ventura» o «providencia» de los justiciables. Resulta evidente que una mera «invitación judicial» a someterse a alguno de estos mecanismos extrajudiciales deviene insuficiente (104)  para trasladar, al justiciable, la plena confianza en la viabilidad, operatividad y, al término, seguridad de la respuesta. De ahí que estos instrumentos —medios adecuados de solución de controversias mediante la rebus— deban ser perfeccionados, tanto en sede física, como en sede electrónica, al objeto de que la posibilidad de acudir a ellos sea real y no una mera ficción, un maquillaje jurídico.

La mediación se presenta, en verdad, dentro de estas fórmulas de externacionalización o descentralización de la Justicia, como el mecanismo más idóneo para la renegociación de las cláusulas contractuales descompensadas, por cuánto el acuerdo alcanzado por las partes, debidamente asistidas y asesoradas, no diferirá —si hacen un auténtico esfuerzo de razonamiento, lógica, equilibrio y solidaridad respecto de la nueva reciprocidad prestacional— en gran medida del alcanzado por el Juez y, además, llegará a tiempo de dinamizar la relación contractual (105) , todo ello con la debida confidencialidad, humanidad, ponderación (106)  y familiaridad negocial.

La construcción de un procedimiento arbitral, íntegramente electrónico, ágil, garantista y sencillo, que otorgue una respuesta con fuerza de cosa juzgada, plenamente ejecutiva, a cargo de especialistas imparciales también se presenta como una herramienta óptima para la resolución de este tipo de conflictos (107) .

Y el proceso judicial ha de erigirse, no cabe duda, en la última ratio, tanto por razones, dentro de la Jurisdicción, de eficacia, eficiencia, celeridad y operatividad; como por otras, fuera y colindantes con ella, de economía, seguridad jurídica, reconstrucción económica, reactivación del tejido productivo y competitividad (108) .

La rebus no puede permitirse —o al menos, así nos lo parece— un procedimiento contencioso ordinario convencional, sino antes bien otro expeditivo, ágil, acelerado.

La elección de cuál sea el procedimiento para la rebus, si uno ordinario —y dentro de los ordinarios, naturalmente, habría de seleccionarse el verbal—; si uno especial —de creación ex novo y por tanto, íntegramente especial, o, en su caso, con reconducción, en algunos trámites al ordinario o, preferiblemente, al verbal y, en tal caso, «ordinario con especialidades»—; si, acaso, otro sumario —un interdicto de rebus— es muy relevante, por cuánto esta «masiva litigiosidad» habrá de ventilarse, con plenas garantías, en tiempo record. Y es que la rebus, ha de reconocerse, produce un «efecto llamada», por cuánto muchas, pero muchas personas —alertadas del éxito de la modulación contractual de sus colegas de profesión, contratación o simples conocidos— pueden, legítimamente, pretender una similar o equiparable modulación de sus contratos ante idéntica «circunstancia sobrevenida imprevisible e inevitable». Por ello, la asunción de un proceso ordinario, incluso del más expeditivo de ellos, el verbal (109)  —con vista facultativa y sentencia oral—, se nos antoja —muy a pesar de la eficacia que cupiese esperar de las medidas cautelares adoptadas en su marco de actuación— lento, intenso y costoso, lo que se cohonesta mal con la imperiosa necesidad de agilizar el tráfico jurídico, dotar de seguridad a las relaciones contractuales y, al término, reactivar la economía en tiempo de recesión. Es por ello por lo que nos parece más adecuado,

Cabe preguntarse si la rebus, una vez regulada, debe ser instada, siempre y en todo caso, por el contratante perjudicado, en el proceso judicial, para que pueda ser atendida judicialmente o puede ser evidenciada de oficio por el propio Juez. Parece razonable, por tratarse de un proceso de naturaleza dispositiva, que sea el demandante —nemo iudex sine actore— quién inste dicha pretensión, sin que el Juez pueda introducir, de oficio —ne procedat iudex ex oficio—, la cláusula rebus, por muy factible que vea la necesidad de la mutación contractual (110) .

La parte contratante debilitada por la relación contractual desestructurada, podrá, eso sí, optar entre instar pura y simplemente la rebus o solicitar, de modo principal, esta rebus y para el caso de no admitirse, de manera subsidiaria, la resolución del contrato.

La pretensión principal de la rebus ha de operar, por tanto, a instancia de parte legítima y circunscribirse a la solicitud de modificación de las condiciones contractuales establecidas, si bien, para el caso de que esta pretensión preferente, prioritaria o primera, no sea admitida, entonces parece razonable que, de modo subsidiario, pueda peticionarse, en la misma demanda, la pretensión secundaria de resolución contractual (111) .

Y ello por elementales razones de economía procesal, pues la respuesta judicial negativa a la modificación contractual propuesta por el demandante, podría abocarlo, ante la persistencia de la clamorosa desventaja y la ruina, a interponer una segunda demanda, esta vez de resolución, respecto del mismo contrato, que se ahorrará, de haberse acumulado al proceso rebus.

La finalidad esencial de la rebus es la modulación contractual, en una definitiva apuesta por la conservación, y no desde luego, la resolución (112) , pues para emprender este último viaje liberatorio, no se precisan aquellas alforjas (113) , pero el actor habrá de contar, desde el mismo inicio del proceso, con un plan de contingencia, frente a la negativa del Juez a admitir la rebus, y ello habrá de plantearlo, como es lógico, con una acumulación subsidiaria.

Cabe, en este momento preguntarse si el actor ha de formular, en su demanda, ambas pretensiones, de manera concatenada y subsidiaria: en primer lugar, la modulación contractual —que es la verdadera esencia de la rebus— y, en su defecto, la resolución, o el Juez podría determinar, en ausencia de petición expresa de esta última pretensión, ex oficio, la resolución contractual.

En un proceso civil plenamente disponible, la respuesta sería sencilla: las más elementales razones de la congruencia supra petita impedirían al Juez extralimitarse, al alza (114) ; en la respuesta (115) , pero si admitimos, como así lo hacemos, que la rebus constituye un fenómeno de orden público económico (116) , en un tiempo de penuria, dónde no podemos permitirnos mantener unos altos niveles de litigiosidad, en grado de pendencia abierta, entonces cabe preguntarse si los límites de la congruencia civil deben extrapolarse, automáticamente, a los procesos rebus o, acaso, debieran ser flexibilizados.

El principio dispositivo, muy a pesar del evidenciable orden público e interés socioeconómico implicados en este tipo de proceso, ha de mantener su estructura en el proceso rebus, pues puede constituir un excesivo «intervencionismo judicial» y una apariencia de minoración de la debida neutralidad, que el Juez ensaye, en su respuesta, soluciones no peticionadas por las partes. Ahora bien, un proceso dinámico, flexible y acelerado, como el que pretende instaurarse con ocasión de la rebus, no puede permitirse, al término, la generación de una litigiosidad complementaria, todavía pendiente de ulterior revisión judicial.

Es por ello por lo que, ante una única pretensión de modulación contractual, si el Juez no ve factible, por la causa que fuere, dicha adaptación, entonces acaso no estaría de más conferirle la oportunidad de indicar, a las partes, a modo de propuesta o alternativa procesal, la viabilidad de considerar la petición de resolución del contrato, con la idea de resolver, en unidad de acto, ese conflicto y no abocarlas a instar, una vez concluido este proceso rebus, otro ordinario para la liberación contractual.

El éxito del proceso rebus dependerá no sólo de su tramitación preferente y urgente, sino también de una adecuada regulación de las medidas cautelares, pues, por muy expeditivo que llegue a ser este juicio exprés, el tiempo que discurre entre la interposición de la demanda —o incluso, entre la solicitud anticipada en el tiempo a la misma litispendencia— de la medida cautelar y la sentencia, constituirá un periculum in mora, precisado de respuesta provisional frente a la inmediata —pero perentoria— canalización judicial.

Las medidas cautelares en el proceso rebus no podrán destruir, como es lógico, ni siquiera de forma anticipada, el vínculo contractual, pero sí debieran alcanzar a modificar, con su característica provisionalidad e instrumentalidad, la totalidad del objeto litigioso (117) , por cuánto la inmediatez de la respuesta se erige en la clave del éxito de estos procesos que tan sólo dejan de ser sumarios porque la limitada cognición y ausencia de cosa juzgada material, características de tales interdictos, se concilian mal con la definitiva pacificación contractual a la que aspiramos.

La medida cautelar, en cuánto supone una anticipación, sin prejuzgamiento, del resultado del pleito, habrá de alcanzar, en su lógica consecuencia, cualquier posible —y razonable (118) — «adaptación contractual» anticipatoria y se regirá, en defecto de articulación específica, por las normas básicas de las medidas cautelares (119) : iniciación a instancia de parte y cumplimiento de su trípode identificador: periculum in mora, fumus boni iuris y prestación de caución.

La proporcionalidad constituye, eso sí, el elemento nuclear de la medida cautelar del proceso rebus, por cuánto si el proceso mismo tiene por finalidad el reajuste provisional de la reciprocidad prestacional, entonces la medida que se adopte habrá de ser especialmente rigurosa en la atinada valoración previa de la cuantificación de la dinámica pretensión/contraprestación y su correlativa ponderación «excesiva onerosidad» o «frustración de la finalidad del contrato»/ beneficios todavía obtenidos, por muy minorados que sean (120) .

Así, pues, una vez solicitada por la parte agraviada por la «excesiva onerosidad» o «frustración de la finalidad del contrato», una medida cautelar clásica —o, incluso otra, de nuevo cuño— el Juez no se verá constreñido a adoptar —o dejar de adoptar— la medida concretamente peticionada, sino que podrá elegir otra menos gravosa pero igualmente eficaz. Y ello tanto al mismo inicio como a lo largo de la tramitación —breve— del proceso rebus.

La rebus podrá instarse, como es lógico, tanto por vía de pretensión originaria, como de pretensión reconvencional, siempre que se respeten las normas de legitimación, competencia y procedimiento adecuado. Ahora bien, en este punto habrá de advertirse que la pretensión rebus es muy concreta y se circunscribe, según doctrina (121)  y jurisprudencia (122) , a la petición de la modulación del contrato cuyas contraprestaciones han devenido asfixiantes por la intempestiva aparición de unas circunstancias nuevas; no, desde luego, a otra suerte de pretensión distinta a ésta, como pudieran serlo la valoración de la capacidad económica de los contratantes, el balance de la empresa o, en fin, la posibilidad —o no— de soportar las obligaciones, pues ya hemos tenido ocasión de advertir que la finalidad de la rebus es la conmutatividad o equilibrio prestacional, conforme a lo estipulado en el origen del contrato, y no la sustitución de aquella voluntad de los contratantes, con un nuevo juicio judicial de equidad, que podrá, desde luego, peticionarse por otra vía, pero no a través de la rebus.

La reconvención constituye, por tanto, una vía de canalización de solicitud de aplicación de la rebus tan natural —y probablemente, cuando se regule, tan habitual— como la instada en la pretensión principal e iniciática del proceso judicial de modulación contractual.

En este sentido, muchos procesos de desahucio por falta de pago encontrarán, a modo de contra-pretensión reconvencional, la solicitud, por parte del demandado, de rebaja del alquiler, en una suerte de readaptación del contrato, esto es, una reconvención rebus (123) . Y nada parece oponerse a la viabilidad de dicha pretensión reconvencional rebus (124)  siempre que se respeten las normas de competencia, equivalencia de pretensiones (título y causa de pedir común), así como procedimiento adecuado con el sistema judicialmente admitido de que el proceso de mayor amplitud cognitiva puede absorber al de menor y no a la inversa, traducido, si se me permite la terminología coloquial, en que «el que puede lo más» (proceso ordinario), «puede lo menos» (proceso rebus). Algo distinto acontecerá con esas pretensiones reconvencionales rebus que se encaucen con una estratégica finalidad dilatoria o, peor aún, maliciosa, en las que el Juez será libre de valorar, como es lógico, su estimación o desestimación.

La pretensión rebus puede —e, incluso, debe— acumularse de manera yuxtapuesta o subordinada a otras pretensiones, sean principales o reconvencionales, en una dinámica lógica de reestructuración de las bases negociales de los distintos contratantes. Ahora bien, desde la Judicatura se nos advierte del frecuente —y pernicioso hábito— de acudir a la rebus de forma impulsiva, automática y poco meditada, así como escasamente motivada (125) ; de expresarlo en modo coloquial, «por si cuela». Y obviamente, esta fórmula no es, precisamente, la clave del éxito de la rebus, que, incluso, se degrada cuando se acude a ella con compulsión, escaso interés y deficiente valoración, como si fuere una figura de segundo orden.

Las fases procedimentales de un proceso rebus —que debiera ser preferentemente electrónico— han de reducirse a los trámites imprescindibles para su resolución inmediata: una fase de alegaciones —demanda y contestación a la demanda—, prueba —para el exclusivo caso de que los hechos resultaren contradictorios— y sentencia. De la fase de alegaciones ya nos hemos ocupado, al fijar la concreción, extensión y límites de las pretensiones —tanto principales como reconvencionales— y contrapretensiones.

La práctica de la prueba será esencial para determinar la evidencia, al menos, de los siguientes elementos fácticos: la posterioridad temporal, la imprevisibilidad general (126)  e imprevisión individual, así como la inevitabilidad —que conlleva, implica o presupone la lógica involuntariedad (127) — e incluso, —caso de dársele carta de naturaleza a este novedoso requisito jurisprudencial—, la imposibilidad de solventar este desajuste por otro medio de las circunstancias excepcionales que impactan, gravemente, en la conmutatividad del contrato sometido a mutación judicial. Inmediatamente después, ha de llegar la sentencia.

La sentencia es la conclusión lógica del enjuiciamiento, caso por caso, de la aplicación —o no— de la rebus. La efectiva concurrencia de la causa rebus permite al justiciable instar su pretensión con cierta probabilidad de éxito, pero esta causa —el surgimiento de circunstancias sobrevenidas imprevisibles e inevitables, al tiempo que desestabilizadoras de la base negocial de los contratos— es una condición necesaria pero no suficiente para la efectiva aplicación judicial de la rebus, que no tendrá un efecto expansivo, universal (128) , generalizado ni mucho menos, automático (129) .

Así, una vez reconocida la existencia de esa causa rebus, el Juez evaluará, caso por caso, el impacto que esa causa ha tenido en cada concreto contrato sometido a su enjuiciamiento (130) . El aluvión de factores a tener en cuenta en cada reajuste contractual impone que la solución de cada caso sea singular y única (131) .

El contenido de la sentencia habrá de ceñirse a decretar la modificación —o no— de las cláusulas contractuales, pero no desde luego a definirlas con acompañamiento de una indemnización por los daños y perjuicios ocasionados como consecuencia del cambio, pues en tal caso estaríamos configurando una rebus sancionadora, cuando esta cláusula ha de identificarse, antes con su contrario, con la flexibilidad, relajación y facilitación en tiempo de penuria.

La sentencia rebus vendrá, normalmente, integrada por un pronunciamiento referido a la modificación —o no— de las obligaciones del concreto contrato sometido a enjuiciamiento, con expresión, caso de aceptarse la aplicación de la rebus a las nuevas —y provisionales— condiciones que han de suceder a las modificadas.

Ahora bien, de descartarse la aplicación de la rebus —opción siempre prioritaria (132) — entonces el Juez podría, ante la total frustración del contrato, declarar, de manera subsidiaria, su resolución. Ha de insistirse en que la respuesta judicial resolutoria debe ser de aplicación excepcional, pues la rebus constituye una apuesta de conservación del contrato, con modulación obligacional de mantenimiento provisional, en tiempo de penuria y de emergencia, a la espera, como se ha indicado (133) , de que las cláusulas primigenias vuelvan al cauce de la voluntad originaria. En consecuencia, la imposición judicial de las nuevas obligaciones, opción prioritaria de la rebus, tan sólo suplantará la voluntad de los contratantes, a modo de complemento necesario, durante el tiempo absolutamente imprescindible para su subsistencia, sin que deba gozar del menor recorrido posterior.

Convendría, finalmente, determinar si toda respuesta judicial a la rebus ha de resultar estrictamente coincidente con las pretensiones de las partes demandantes —tanto del actor originario en su demanda principal como del reconviniente en su reconvención— por razones de congruencia, o el Juez goza, en los procesos rebus, de cierta flexibilidad en una respuesta que, por fuerza, ha de ser innovadora, creativa, original y hasta competitiva. Nos preguntamos, en este sentido, si la petición rebus puede resultar comprensiva de todas las variables que el Juez estime oportunas —entre otras, suspensión del pago, minoración de la renta, aplazamiento de la deuda (134) — o, por el contrario, ha de quedar vinculado —y por tanto, encorsetado— por las peticiones expresas de las pates, en una rígida vinculación a las proyecciones de la congruencia dispositiva civil supra, infra y/o extra petita. En sintonía con lo establecido respecto de la invitación judicial, a incorporar, en un proceso flexible, dinámico e innovador como el rebus, la pretensión liberatoria, cuando esta no hubiere sido convenientemente introducida por las partes, afirmamos que el Juez, también ahora, podría invitar, con toda transparencia, a las partes, a formular pretensiones nuevas, con soluciones imaginativas, creativas y dispares, que, por las razones que fueren, no hubiesen aportado en su momento y, sin embargo, sirviesen para obtener la ansiada —y definitiva— pacificación contractual.

Nos resta, finalmente, por determinar si las sentencias rebus tienen naturaleza declarativa o constitutiva, en el entendido de que todas ellas participan, indiscutiblemente —de no cumplirse las obligaciones judicialmente impuestas— de naturaleza condenatoria.

Los efectos de la sentencia constitutiva, como se sabe, serían ex nunc, esto es, desde el exacto momento en que se dicte y sin la menor posibilidad de retroacción a otro anterior en el tiempo, pues las prestaciones ya ejecutadas —y ello tanto con antelación al advenimiento de las nuevas circunstancias, como durante el trascurso de estas novedosas e imprevisibles circunstancias— no podrán ya ser revisadas por la rebus.

Los efectos de la sentencia declarativa, por contraste, serían ex tunc, y ello comportaría que la modulación se produjese desde el mismo momento de celebración del contrato cuando, en verdad, la alteración contractual tan sólo resultará precisa, con todo rigor, desde el advenimiento de las circunstancias nuevas.

Una tercera fórmula, de naturaleza híbrida entre los efectos ex nunc, propios de la sentencia constitutiva, y los efectos ex tunc, característicos de la sentencia declarativa, es la ideada por el legislador francés (135) , consistente en que sea el Juez quién decida, caso por caso, cuándo comienzan los efectos de la mutación contractual.

Sin perjuicio de lo anterior, los efectos de la sentencia rebus —ya comiencen al tiempo de dictarse la sentencia (ex nunc), ya al tiempo del advenimiento de las «circunstancias excepcionales», lo cierto es que no podrán retrotraerse, así lo entendemos, al tiempo de la perfección del contrato (ex tunc), salvo que este momento resulte exacta y cronológicamente coincidente —una casualidad casi inaudita— con la sorpresiva aparición de estas circunstancias desestabilizadoras.

De haber comenzado la fase o período de ejecución del contrato (136) , susceptible de modulación prestacional, entonces la sentencia rebus, como es lógico, no podrá desplegar sus efectos sobre la parte ya ejecutada (137) . La concreción —legal o judicial, según la modalidad por la que se decante nuestro Legislador— de cuál sea el dies a quo y el correlativo dies ad quem de la modulación contractual vía rebus ha de ser, en todo caso, muy franca, al objeto de no dejar zona alguna de penumbra en la relación reestructurada y abocada, precisamente, a perdurar, de manera pacífica, en el tiempo, una vez superados los efectos más nocivos de la pandemia (138) .

Nuestra posición al respecto pasa, en todo caso, por el acogimiento de la fórmula mixta, implementada por el Legislador francés, dónde el Juez tenga la posibilidad de fijar, con exactitud, en cada caso, el día inicial y final de la adaptación contractual.

Los efectos de la sentencia no podrán, sin embargo, —salvo que llegue a triunfar en este ámbito civil, la regulación de la extensión de efectos o sentencias testigo— proyectarse sobre una pluralidad de supuestos similares, por cuánto cada contrato es singular y, por tanto, merece un tratamiento judicial de la rebus individualizado y propio (139) .

Finalmente, y de modo especial respecto de los contratos próximos a su vencimiento, convendrá determinar si la modulación contractual, establecida por el Juez, tendrá una duración limitada o ilimitada, y en el primer caso, hasta cuándo.

La elección acerca de los límites temporales de la modulación contractual es muy relevante por cuánto permitirá configurar a la rebus como una cláusula de choque en un plan de contingencia, con una duración determinada, o en un principio —colaborador necesario del pacta sunt servanda— sobre el que asentarán sus bases los contratos afectados por circunstancias imprevisibles, durante algún período aciago de nuestra historia, con una expectativa temporal indefinida.

La opción por la determinación judicial de una modulación contractual definitiva parece desproporcionada, en los contratos de larga duración, por cuánto una vez retornen las condiciones de base, el desequilibrio que hubo de corregirse en defensa de una de las partes, podría requerir una segunda respuesta judicial, ahora en favor de la otra. Y estas constantes «idas y venidas» judiciales plantearían un sinfín de procesos, entre las mismas partes, por idénticos contratos, al albur de las constantes vicisitudes económicas del discurrir de los tiempos, que colisionarían frontalmente, en Justicia, con las más elementales aspiraciones de celeridad, economía y seguridad jurídica. Además de esta evidencia, no parece razonable que la rebus —una regla de flexibilización, dinamismo y reajuste, adoptada en una manifiesta planificación de choque en tiempo de emergencia— venga a imponer, a los contratantes, nada menos que durante toda la vigencia del contrato, unas condiciones judiciales bien distintas a las voluntariamente pactadas (140) . Esta solución sería, sencillamente, contraria a la filosofía rebus.

La opción por la determinación judicial de una modulación contractual temporal plantea el problema de fijar, ex ante y con cierta exactitud, como decíamos, el momento final de esta modulación y de la consiguiente regresión a las cláusulas y condiciones del contrato iniciático, cuestión de muy difícil —sino imposible— previsión apriorística: piénsese, a día de hoy, quién puede aventurar cuándo quedará definitivamente erradicada la pandemia y en qué condiciones (141) .

Ante la inexistencia de una opción claramente superior a la otra, en grado de nivel de acierto, seguridad y fijeza, parece razonable que sea el Juez, caso por caso, quién determine si la modulación es temporal o definitiva y, en el primer caso, cual sea el horizonte cronológico fijo —o aproximado— de la duración de las nuevas condiciones contractuales. Y ello en el entendimiento de que la filosofía rebus es siempre la de la excepcionalidad y la provisionalidad —mientras perduren las circunstancias nuevas, sobrevenidas, extraordinarias, imprevisibles e inevitables; nunca más allá de ellas—; no la de la habitualidad, la permanencia o la fijeza. De ahí que el Juez tan sólo deba, en buena lógica, modular las obligaciones contractuales de manera definitiva y no provisional, esto es, hasta el término del contrato y no hasta la conclusión, en este caso, de la pandemia, cuando la finalización del contrato —por su breve expectativa temporal— hubiere de concluir, igualmente, por así haberse establecido en el contrato inicial, durante el margen cronológico de la propia pandemia.

Finalmente, la sentencia dimanante del proceso rebus ha de gozar, como es lógico, de plenos efectos de cosa juzgada y ser susceptible de recurso, conforme al sistema general de recursos establecidos en la LEC. Y esta última premisa es tan relevante que hemos renunciado a la inserción de la rebus en procesos tan expeditivos como los sumarios o, incluso, los integrados en la Jurisdicción voluntaria, precisamente por la ausencia de cosa juzgada material, característica de sus resoluciones.

La celebración de todo un proceso rebus para ubicar, al justiciable, tras su conclusión, en misma la «casilla de salida» nos parece, como así lo hemos hecho ver (142) , respecto de un buen número de relevantes expedientes de Jurisdicción voluntaria, sencillamente «frustrante», además de ineficiente, antieconómico y perjudicial para la expectativa de pacificación social a la que aspiran los justiciables, una vez se han sumergido en el siempre desagradable tránsito ante los Juzgados y Tribunales.
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	 Ver Texto 




	 (36) 

	LUNA YERGA, A. y XIOL BARDAJÍ, M., han señalado, a este respecto, que en un contrato de 25 años de duración el riesgo de disminución de la demanda y de crisis económica resulta evidente» «Rebus sic stantibus: ¿Un paso atrás? Comentario a la STS, 1ª, 15.10.2014 y a la jurisprudencia posterior de la Sala Primera del Tribunal Supremo sobre la regla rebus sic stantibus», InDret 2/2015, p. 6.


	 Ver Texto 




	 (37) 

	ORDUÑA MORENO, F.J., señala, a este respecto, que «en los contratos de «tracto único», por el contrario, la ejecución se realiza mediante un solo acto de cada parte contratante, por lo que la incidencia del cambio de circunstancias no se observa con tanta claridad en el curso del contrato, incluso cabe excluirlo cuando el tracto único resulte pleno, esto es, que las prestaciones no estén sujetas a plazo o sean diferidas y su ejecución resulte simultánea a la perfección del contrato», «Cláusula Rebus. STS 156/2020, de 6 de marzo. Distinción entre contratos de «larga y corta duración». Una clasificación carente de rango o de categorización aplicativa: inoportuna y fuera de contexto social», Revista de Derecho vLex N. 191, abril 2020, p. 4.


	 Ver Texto 




	 (38) 

	ÁLVAREZ ROYO-VILLANOVA, S., señala, a este respecto, con toda elocuencia, que «en realidad se puede aplicar siempre que estén separadas perfección y consumación del contrato. Es cierto que la STS 156/2020 de 6 de marzo dice que en un contrato de corta duración «difícilmente puede acaecer algo extraordinario que afecte a la base del contrato y no quede amparado dentro del riesgo propio de ese contrato». Pero a mi juicio esa restricción no deriva tanto de la duración del contrato sino de que si el tiempo entre la perfección y la consumación del contrato es corto es más difícil alegar la imprevisibilidad. Pero esto no funciona igualen la crisis que en la pandemia: la crisis económica tuvo un carácter progresivo y por eso la STS 156/2020 considera que la variación en el mercado de publicidad en un año no era suficientemente relevante ni imprevisible. Con otros acontecimientos, y en concreto con la pandemia, unos pocos días bastan para que la situación cambie radicalmente», en «Pandemia, fuerza mayor y cláusula rebus sic stantibus a la luz de la jurisprudencia», Diario La Ley no 9619, 23 de abril de 2020.


	 Ver Texto 




	 (39) 

	Vid., su reconocimiento, expresión, traducción e interpretación, en LASARTE ÁLVAREZ, C., «Pandemia, contratos frustrados, rebus sic stantibus e integración contractual», artículo pendiente de publicación y facilitado por cortesía académica de su autor, p. 2.


	 Ver Texto 




	 (40) 

	MARÍN CASTÁN, F., señala, con toda expresividad, que «la rebus no permite amparar a los aventureros o amantes del riesgo», en «Crisis económica y cláusula rebus sic stantibus», Cuadernos digitales de formación no 13, Consejo General del Poder Judicial, 2013.


	 Ver Texto 




	 (41) 

	HENRÍQUEZ SALIDO, M.; ALEÑÓN OLMEDO, F.; ORDÓÑEZ SOLIS, D.; OTERO SEIVANE, J. y RABANAL CARBAJO, P.F., han señalado, en este sentido, que «cuando se trata de negocios especulativos se incrementa la capacidad de encaje del marco contractual de la modificación de las circunstancias en su momento consideradas, pues no es posible admitir que una parte asuma los beneficios de la especulación y, a su vez, repercuta en la contraria las pérdidas que pudieran producirse por un sesgo inadecuado para sus intereses de la realidad económica», en «La cláusula rebus sic stantibus en la jurisprudencia actual», Journal of Language and Law no 66, 2016, p. 12.


	 Ver Texto 




	 (42) 

	El TS ha advertido, en STS de 30 de abril de 2014, que «en aplicación del brocárdico ubi commodum, ibi incommodum [donde hay un beneficio, allí hay un perjuicio]. En estos casos, puede afirmarse que en operaciones especulativas, la propia esencia de las mismas, el cambio de circunstancias, que determine un mayor valor del bien adquirido, debe ser asumido en cualquier sentido que se produzca, pues no deja de ser un "alea" que causaliza en negocio».


	 Ver Texto 




	 (43) 

	MARTÍNEZ VELENCOSO, L.M., expresa, en este sentido, que también «podría hablarse de una asunción tácita del riesgo en todos aquellos casos en los que el mismo ha podido preverse y no se ha hecho», en «Riesgo negocial v. cláusula rebus sic stantibus», In Dret no 1, 2011, pp. 5 y 6.


	 Ver Texto 




	 (44) 

	Así, tal y como advierten ORDUÑA MORENO, J. y MARTÍNEZ VELENCOSO, L.M., «si la mutación como riesgo estaba expresamente prevista y asignada, la aplicación de la cláusula no resultará posible aunque se dé un claro desequilibrio patrimonial o económico entre las prestaciones pactadas», en La moderna configuración de la cláusula rebus sic stantibus. Tratamiento jurisprudencial y doctrinal de la medida, Ed. Civitas, 2013, p. 268.


	 Ver Texto 




	 (45) 

	Vid., esta razonable reflexión en CASTIÑEIRA JEREZ, J., quién señala que «tratar del tema de los riesgos solo tiene sentido cuando este solo afecta a una de las partes o cuando afecta en mayor grado a una que a otra. Si el riesgo es común y afecta por igual a ambas partes, estas se encargarán de alcanzar un nuevo equilibrio contractual. En cambio, solo cuando la nueva circunstancia afecta a una sola de las partes y resulta indiferente o incluso beneficia a la contraparte, podemos hablar propiamente de riesgo. Riesgo que se atribuirá a una u a otra parte en función de a quien afecte el cambio de circunstancias y también en función de cuál sea la distribución de riesgos establecida legal o contractualmente», en «Pacta sunt servanda, imprevisión contractual y alteración sobrevenida de las circunstancias», Revista de Derecho patrimonial 29/2012, p. 4.


	 Ver Texto 




	 (46) 

	Vid., sin embargo, en sentido contrario, la reflexión de CASTIÑEIRA JEREZ, J.: «La adaptación o modificación judicial del contrato, además, supone prescindir de la voluntad de las partes; lo que no solo implica la imposibilidad de que se cumpla lo prometido sino una contradicción, a mi juicio, con el principio pacta sunt servanda», en «Hacia una nueva configuración de la doctrina rebus sic stantibus. A propósito de la sentencia del Tribunal Supremo de 30 de junio de 2014», InDret 4/2014, p. 13.


	 Ver Texto 




	 (47) 

	LÓPEZ MOLINA, M., ha destacado, a este respecto, que «no sería equitativo atribuir o imputar toda la responsabilidad, o toda la carga, de estos sucesos inesperados únicamente a una de las partes argumentando que así lo quiere el principio «pacta sunt servanda». Y ello es así porque una cobertura o previsión de cualquier evento o suceso inesperado no es posible, escapa de lo razonable el exigir que se prevean todos y cada uno de los accidentes que pueden suceder y que frustren el cumplimiento normal de un contrato», en «Lidiando con lo imprevisible. Consecuencias jurídicas, contractuales, de acontecimientos inesperados y posibles soluciones legales», Diario La Ley no 9630, Sección Tribuna, 12 de mayo de 2020, p. 3.
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	 (48) 

	HIJAS CID, E., plantea, a este respecto, que «el incumplimiento de las prestaciones no ha sido una consecuencia de la pandemia, sino de las medidas dictadas para paliar sus efectos o factum principis, entendido como un conjunto de intervenciones administrativas de carácter general que alteran las condiciones externas de ejecución del contrato produciendo un desequilibrio económico», en «¿Es necesaria una regulación de la cláusula rebus para 2021?», El Notario del siglo XXI no 94, diciembre de 2020, pp. 34 y 35.


	 Ver Texto 




	 (49) 

	SERRANO DE NICOLÁS, A., señala, en este sentido, que «no se trata de buscar un equilibrio objetivo sino el que las partes habían concretado o es deducible para ese contrato determinado, por lo que puede ser distinto cada contrato, pues lo relevante en sí no es solo la excesiva onerosidad sino la causa que la ha producido, e incluso el distinto riesgo que cada parte asumía, pues ya podría haber nacido con cierto desequilibrio contractual», «Fuerza mayor y cláusula rebus sic stantibus entre la imposibilidad sobrevenida y la excesiva onerosidad por el confinamiento derivado del Covid-19», Diario La Ley no 9625, 5 de mayo de 2020, p. 9.


	 Ver Texto 




	 (50) 

	ALCOVER GARAU. G., se plantea, de manera inversa a la práctica habitual de la rebus, «si un empresario podrá sobre la base esta doctrina pretender una modificación a su favor de la prestación de la otra parte basada en que parte del beneficio obtenido por ésta es debido a una excepcional expansión del mercado», «La actual crisis económica y la irrupción de la cláusula rebus sic stantibus: ¿un nuevo foco de litigiosidad mercantil?», La Ley mercantil, núm. 4, 2014.


	 Ver Texto 




	 (51) 

	Vid. CARRASCO PERERA, A., cuando señala, a este respecto, que «las contingencias por las que se busca amparo de la cláusula rebus no son sucesos puntuales impeditivos del cumplimiento, ni catástrofes externas imprevistas que se abaten sobre el deudor o su empresa, ni contingencias relativas a la sustancia de las prestaciones recíprocas, sino ordinariamente circunstancias de mercado, exógenas al contrato, que convierten en económicamente no rentable para una de las partes el intercambio de prestaciones pactado», en «Comentario a la STS de 30 de junio de 2014. Reivindicación y defensa de la vieja doctrina rebus sic stantibus», Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil, 98, mayo-agosto 2015.


	 Ver Texto 




	 (52) 

	Y es que, como se advierte en las SSTS de 3 de noviembre de 1983, de 9 de diciembre de 1983, de 27 de octubre de 1986 y de 20 de abril de 1994: «Es extravagante el recurso a la cláusula rebus sic stantibus, si hay una frustración total del fin del contrato».
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	 (53) 

	PÉREZ GURREA, R., señala, a este respecto, que, a los efectos de la rebus, hemos e estar ante «circunstancias sobrevenidas, y por tanto, acaecidas con posterioridad a la constitución de la obligación y antes de su cumplimiento» de suerte que «todas aquellas circunstancias existentes en el momento de la celebración del contrato no podrán invocarse, con independencia de que cumplieran teóricamente los requisitos como justificativos de la posible revisión o resolución del contrato», en «Caracterización y régimen jurídico de la cláusula rebus sic stantibus: el giro en la jurisprudencia del Tribunal Supremo», Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, n.o 751, 2015, pág. 2953.


	 Ver Texto 




	 (54) 

	El TS ha advertido, con contundencia, en su STS de 18 de enero de 2013, que «la imprevisibilidad de la alteración de circunstancias no será tomada en consideración a los efectos de aplicar la rebus si las partes contratantes pudieron razonablemente haber previsto los cambios, ya para evitarlos o superarlos, ya para evitar o superar sus consecuencias».
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	 (55) 

	EL TS advierte, en STS de 13 febrero 2013 que la demandante no puede invocar la rebus por «haberse celebrado los negocios entre compañías mercantiles perfectamente conocedoras del mercado de distribución de carburantes y, por tanto, de los riesgos que a cada una asignaban los contratos en los que se materializaban los anteriores acuerdos».
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	 (56) 

	FERNÁNDEZ EGEA, M.A., advierte, en este sentido, que «El requisito de la imprevisibilidad no debe aplicarse igual a todos los contratantes, sino que dependerá de la cualificación profesional de los mismos. Lo que puede ser imprevisible para un contratante no profesional, puede no serlo para uno profesional, y, por tanto, en este supuesto se entiende que el contratante profesional que resulte perjudicado por la alteración previsible pero no prevista, debe asumir el riesgo», en «Inaplicación de la cláusula rebus sic stantibus a los efectos de modificar o extinguir el acuerdo de conmutación del usufructo vidual», Revista Cuadernos Civitas de Jurisprudencia núm. 11/2019, p. 7.


	 Ver Texto 




	 (57) 

	FAJARDO FERNÁNDEZ, J., deja claro, a este respecto, que «la regla rebus no tiene la función de modificar el desplazamiento de riesgos asumido en el contrato. Todo producto derivado hace recaer sobre el adquirente el riesgo de desaparición del índice de referencia, y un inversor sofisticado que adquiere una nota estructurada debería saber que lo que está haciendo en realidad es asegurar una inversión simétrica de otro inversor», en «Una nota estructurada, la quiebra de Madoff y la regla rebus sic stantibus. Comentario a la STS de 9 de enero de 2019», Revista Cuadernos Civitas de Jurisprudencia civil 112/2020, p. 2.
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	 (58) 

	RAVENTÓS SOLER, A., LUNA YERGA, A. y XIOL BARDAJÍ, M., reparan, a este respecto en que «la relajación del nivel de diligencia en la previsión de las fluctuaciones de los mercados exigible a los profesionales puede prestarse a abuso por parte de los contratantes y, por tanto, puede propiciar comportamientos oportunistas. «Cuesta abajo y sin frenos. Comentario a la sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo», 30 de junio de 2014, Revista Aranzadi Doctrinal 3/2015, p. 10.


	 Ver Texto 




	 (59) 

	El TS ha dejado meridianamente claro este extremo, en su sentencia de 21 marzo 2018, al advertir que «si bien la crisis económica puede ser considerada abiertamente como un fenómeno de la economía capaz de generar un grave trastorno de las circunstancias, en el caso de referencia no puede aplicarse la rebus pues los resultados negativos de la explotación hotelera de la arrendataria no obedecen exclusivamente al cambio extraordinario del panorama económico, sino también a otras causas como la mala gestión u organización de la empresa».
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	 (60) 

	PAZOS CASTRO, R., nos recuerda, en este punto, que «la crisis económica constituye un dato fáctico, no es una institución o concepto jurídico, y por tanto no puede servir de base por sí sola para que los contratos dejen de surtir obligaciones o estas se vean alteradas», en «La posible exoneración del deudor de sus obligaciones contractuales como consecuencia de la crisis económica. Comentario a las SSTS de 17 y 18 de enero de 2013», Dereito, vol. 22, núm. 1, 2013, p. 159.
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	 (61) 

	Vid., en este sentido, entre otras, la STS de 5 de abril de 2019 —«es del todo necesario que se contraste su incidencia causal o real en el marco de la relación contractual de que se trate»— y de 30 de junio de 2014 —«la aplicación de la cláusula rebus no se produce de forma generalizada ni de un modo automático pues resulta necesario examinar que el cambio operado comporte una significación jurídica digna de atención en los casos planteados, esto es, que la crisis económica constituya en estos casos un presupuesto previo, justificativo del cambio operado no significa que no deba entrarse a valorar su incidencia real en la relación contractual de que se trate; de ahí, que (…) la crisis económica, como hecho ciertamente notorio, no pueda constituir por ella sola el fundamento de aplicación de la cláusula rebus»—.
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	 (62) 

	VÁZQUEZ PASTOR JIMÉNEZ, L., señala, en este sentido, que «la aplicación de la cláusula rebus depende primordialmente de que el tribunal se convenza de que se dan los requisitos exigibles, de tal forma que en última instancia su aplicación puede quedar supeditada a una valoración de los hechos», en «El vaivén de la moderna jurisprudencia sobre la cláusula rebus sic stantibus», Revista de Derecho civil, vol. 2, no 4, 2015, p. 76.
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	 (63) 

	En este sentido, BERROCAL LANZAROT, A.I., ha advertido que «si el riesgo es común y afecta por igual a ambas partes, éstas procederán a alcanzar un nuevo equilibrio contractual. Si, por el contrario, se residencia en una de las partes, y resulta indiferente, o incluso beneficia a la contraparte, es cuando el riesgo adquiere especial operatividad», en «La moderna caracterización y régimen jurídico de la cláusula rebus sic stantibus», Actualidad Civil no 11, 2014, p. 2.
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	 (64) 

	Vid., la STS de 21 de mayo de 2009, dónde se expone lo siguiente: «si en virtud de la buena fe el acreedor no debe pretender más de lo que le otorgue su derecho y el deudor no puede pretender dar menos de aquello que el sentido de la probidad exige, todo ello de acuerdo a la naturaleza y finalidad del contrato; también resulta lógico, conforme al mismo principio, que cuando, fuera de lo pactado y sin culpa de las partes y de forma sobrevenida, las circunstancias que dotaron de sentido la base o finalidad del contrato cambian profundamente, las pretensiones de las partes, lo que conforme al principio de buena fe cabe esperar en este contexto, puede ser objeto de adaptación o revisión de acuerdo al cambio operado».


	 Ver Texto 




	 (65) 

	Vid., a este respecto, MARTÍNEZ DE AGUIRRE, C., «La revisión de las obligaciones por alteración sobrevenida de las circunstancias en el Fuero Nuevo», Revista jurídica de Navarra no 30, 2000, p. 50; Vid, asimismo, REVILLA GIMÉNEZ, M.I., cuando señala que «el Tribunal Supremo da un paso adelante permitiendo que el principio general de la buena fe vuelva a sentirse en el devenir de las relaciones económicas, dotándolas de seguridad jurídica, en cuanto que la buena fe no solo debe existir en el inicio de las relaciones contractuales entre las partes, sino que debe permanecer a lo largo de su desarrollo», «Normalización de la cláusula rebus sic stantibus. Estudio jurisprudencial», Revista jurídica de Castilla y León no 41, enero, 2017, p. 51.
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	 (66) 

	Véase, en este sentido, de modo ilustrativo, cómo las STS de 17 y 18 de enero de 2013 reconocieron expresamente que la crisis económica de 2008, «de efectos profundos y prolongados de recesión económica, podía ser considerada abiertamente como un fenómeno de la economía capaz de generar un grave trastorno o mutación de las circunstancias».
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	 (67) 

	La STS de 30 de junio de 2014 ha sido muy clarividente al advertir que «la recesión económica que se produjo podía ser considerada abiertamente como un fenómeno de la economía capaz de generar un grave trastorno o mutación de las circunstancias con incidencia en la causalidad contractual derivada de la imprevisibilidad contractual y de la ruptura de la base económica del contrato con la consiguiente excesiva onerosidad para la parte contractual afectada».
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	 (68) 

	Así lo han visto, de forma crítica, RODRÍGUEZ-ROSADO, B. y RUIZ ARRANZ, A.I., cuando han advertido que «a su juicio y a pesar de la opinión de muchos, la llamada "doctrina de la cláusula rebus sic stantibus" (y otras similares, como la doctrina de la imprevisibilidad, la excesiva onerosidad o la base del negocio) ni basta ni puede bastar para resolver con un mínimo de eficiencia los problemas ahora surgidos. Los civilistas hemos de ser lo suficientemente laicos como para reconocer la insuficiencia de estas instituciones ahora. La rebus es una regla general, casi un principio general del Derecho cuya aplicación práctica sin concreción a los casos del Covid-19 llevaría a un colapso de los tribunales; por lo menos, hasta que la Sala 1ª del Tribunal Supremo esclareciese (¿tres años después?) su aplicación a esta situación concreta. Ciertamente puede servir para casos puntuales (así los denominados «casos de coronación», por ejemplo) (…); pero no es la solución a un problema general, salvo que queramos judicializar toda esta cuestión y atascar definitivamente todos nuestros tribunales. Y dicho sea de paso, no está de más señalar la incoherencia que supone denunciar, por un lado, la inacción y pereza del legislador español en materia de obligaciones y contratos, que delega indirectamente en el Tribunal Supremo la labor de actualización de una buena parte de nuestro Derecho privado; y al mismo tiempo abogar por que, en este trance, se adjudique al Pleno de este mismo tribunal la decisión final de este problema a partir del primer recurso de casación que le llegue (porque le llegará). Defender esto es tanto como defender la dimisión de la acción política a través de la ley escrita y asignar a los jueces la «patata caliente», en «Consecuencias de la epidemia: reequilibrio contractual y Covid-19», Almacén del Derecho, 16 de abril de 2020.
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	 (69) 

	Vid., en este sentido, la conclusión de la STS de 10 de diciembre de 1990: «la pérdida de valor adquisitivo de la moneda no podía considerarse suficiente como para que operara una revisión o modificación del precio del contrato en aplicación de la cláusula».
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	 (70) 

	Vid., ZURILLA CARIÑANA, M.A., cuando señala que «la aplicación de la doctrina rebus sic stantibus, según el TS, no puede fundarse en el sólo hecho de la crisis y las consecuentes dificultades de financiación, debiéndose valorar un conjunto de factores, necesitados de la correspondiente prueba: destino de la casa comprada a vivienda habitual, o, por el contrario, a segunda residencia, o a su venta antes o después del otorgamiento de la escritura pública; la asignación contractual del riesgo de no obtener financiación y grado de colaboración prometido por el vendedor para obtenerla; la situación económica del comprador al tiempo de la perfección del contrato y al tiempo de tener que pagar el precio pendiente; el grado real de imposibilidad de financiación y sus causas concretas añadidas a la crisis general; posibilidades que el vendedor ofrece para renegociar las condiciones de pago con el fin de mantener el contrato como alternativa preferible a su ineficacia. Tales factores, no introducidos de forma tasada, pretenden, sin duda, alejar todo atisbo de inseguridad jurídica», en «Resolución de contratos por imposibilidad de obtener crédito. Paro, caída de precios, recortes presupuestarios y ejecución de contrato, ¿eficacia de la cláusula rebus sic stantibus?», Revista Cesco de Derecho de Consumo, núm. 7, 2013, pp. 226 y 227.
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	Vid., ÁLVAREZ ROYO-VILLANOVA, S., cuando advierte que «la notoriedad del carácter imprevisible y extraordinario no supone que automáticamente se aplique la cláusula rebus a todos los contratos», en «Aplicación de la cláusula rebus sic stantibus a arrendamientos de salas de fiestas. A propósito del auto de 25/09/2020», Hayderecho.expansion.com, 14 de octubre de 2020.
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	 (72) 

	Ello requiere, en palabras de DE LA IGLESIA PRADOS, E., que concurran se acrediten en el caso concreto los requisitos establecidos por la jurisprudencia, lo que puede traer causa claro está de la citada crisis», «Crisis económica y cláusula rebus sic stantibus: comentario a la Sentencia del Tribunal Supremo de 17 enero 2013». Revista Aranzadi de derecho patrimonial, 2013, núm. 32, pág. 363. que concurran se acrediten en el caso concreto los requisitos establecidos por la jurisprudencia para ello, lo que puede traer causa claro está de la citada crisis
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	 (73) 

	ORTI VALLEJO, A., señala, en este punto, que «la propuesta de suspensión de rentas que aquí se realiza debería ser extensible a todos los contratos de tracto sucesivo en los que una parte se comprometió a ceder bienes o derechos con la finalidad de que la otra ejercitara una actividad empresarial y a cambio de la entrega de un precio, canon o cuota periódicos y haya visto como consecuencia de la declaración del estado de alarma, que no puede ejercer transitoriamente la actividad empresarial. Y lo mismo podría predicarse de las cuotas periódicas pagaderas por los usuarios de aquellos servicios que no pueden prestarse como consecuencia del cierre de los locales o recintos donde se ofrecían», en «Apuntes sobre la suspensión de la obligación de pago de la renta de los locales de negocio a los que les ha sido prohibida la apertura de sus establecimientos como consecuencia de la declaración del estado de alarma por el COVID-19», Centro de estudios de consumo, 23 de marzo de 2020, p. 3.


	 Ver Texto 
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	Vid., en este momento, la elocuente reflexión de VIVAS TESÓN, I.: «es indudable que el principio de la autonomía de la voluntad es una conquista jurídica del pasado, pero elevarla a dogma absoluto y, a veces, con resultados gravemente injustos, es, a todas luces, inaceptable. Si cuando la ley positiva, aplicada estrictamente, provoca efectos perniciosos (summum ius, summa iniuria), se contempla la posibilidad de utilizar el mecanismo integrador de la equidad para mitigarlos, ¿por qué no también cuando provoca los mismos indeseables efectos la lex contractus ? O, por el contrario, ¿el incondicionado respeto a la voluntad de las partes impide la aplicación de cualquier mecanismo de intervención en el contrato, no obstante éste pueda llegar a ser sobrevenida y manifiestamente perjudicial e injusto para una de las partes contratantes? De ser así, el acuerdo contractual con efectos injustos se transformaría más que en la expresión pura de la libertad personal, en una auténtica prisión de la propia voluntad», en «La excesiva onerosidad sobrevenida: necesidad de su regulación», Revista Aranzadi Doctrinal núm. 2/2010, p. 5.
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	 (75) 

	AVILÉS GARCÍA, J., advierte, a este respecto, que «la dialéctica entre una aplicación excepcional de la cláusula (implícita) rebus y la eventual flexibilización en su aplicación, a fin de cuentas, parece encubrir el debate entre la defensa de la seguridad jurídica en el tráfico contractual y la flexible aplicación del principio de justicia conmutativa en su sentido más estricto», «Por el momento, la cláusula rebus sic stantibus en manos del Tribunal Supremo», Diario La Ley no 9687, 2020, p. 2.


	 Ver Texto 




	 (76) 

	Así nos lo han hecho ver múltiples autores, entre otros, BENÍTEZ RODRÍGUEZ, D., cuando señaló que «esta vinculación del pacto y la confianza en el cumplimiento de este no puede constituir el presupuesto para el cumplimiento del pacto sin ningún tipo de excepción pues, de otro modo, ese Derecho natural se tornaría injusto. Es aquí, en esta interrelación entre la vinculación del pacto —pacta sunt servanda— y la necesidad de que el cumplimiento de éste no se torne en injusto, donde aparece la relevancia —y al propio tiempo fundamento— de la cláusula rebus sic stantibus», en «Rebus sic stantibus. Fundamentos y efecto», Revista Aranzadi Doctrinal 9/2020, p. 13.


	 Ver Texto 




	 (77) 

	APARICIO HACKETT, M., señala, en este sentido, que «lo que se intenta mediante la cláusula rebus sic stantibus es que no se produzca una desconexión total entre el negocio jurídico concluido y la realidad sobre la cual se constituyó como forma de evitar resultados «aberrantes» por la aplicación automática e inflexible de lo pactado. De una manera tal vez más descriptiva, no se puede simplemente dejar que lo pactado tenga una existencia totalmente independiente de las circunstancias que hicieron nacer dicho negocio jurídico», en «La cláusula rebus sic stantibus y su aplicación en la crisis», La Ley 13851/2011, p. 2.


	 Ver Texto 




	 (78) 

	FERNÁNDEZ SEIJO, J.M., señala, en este sentido, lo siguiente: «si el Legislador considera que la crisis del coronavirus supone un impacto equivalente al de un conflicto bélico, si está dispuesto a adoptar medidas excepcionales en el ámbito de las libertades, de la economía y de las obligaciones públicas, tal vez sería conveniente que impulsara por esta misma vía de urgencia una regulación legal que despejara dudas, que permitiera un marco legal cierto y que garantizara la conservación de los contratos, obligando a las partes a una renegociación de los términos de los contratos afectados antes de abocar a las partes a un procedimiento judicial largo, complejo, costoso e incierto», «Devolver la espada al acreedor enajenado: sobre la aplicación práctica de las cláusulas rebus sic stantibus en la última jurisprudencia del Tribunal Supremo», Diario La Ley no 9607, 3 de abril de 2020, p. 19.


	 Ver Texto 




	 (79) 

	A esta necesaria acumulación de pretensiones se refieren, entre otros, ALEJANDRE GARCÍA-CEREZO, F.M., LUNA YERGA, A. y XIOL BARDAJÍ, M., cuando advierten que «la verdadera eficacia de la misma —la rebus, se entiende—, en cuanto instrumento útil para compensar los desequilibrios entre las prestaciones ocasionados, por ejemplo, por una crisis económica como la actual, dependerá en último término de que la parte reclamante interese ese efecto meramente revisorio o modificativo. De otro modo, la alternativa que queda al tribunal sería la aplicación del efecto resolutorio de la relación —que ya hemos visto que es la consecuencia menos óptima— o, directamente, el no acogimiento de la regla rebus sic stantibus», en «Crisis económica y cláusula Rebus Sic Stantibus: ¿cambio de vía en la Jurisprudencia reciente del Tribunal Supremo?. Comentario de la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 17 de enero de 2013», Revista Aranzadi Doctrinal núm. 3/2013, p. 7.


	 Ver Texto 




	 (80) 

	ARMERO MONTES, D. y MAESTRO MARTÍ, A., han advertido, en este sentido, que «la positivización de la rebus sic stantibus puede ayudar a legitimar un mecanismo que permite la adaptación de los contratos a los cambios derivados de hechos extraordinarios, imprevisibles y desestabilizadores de la relación contractual. Esto es, que su validez no dependa en último término de un mero cambio de criterio jurisprudencial», en «Los intentos de positivación de la regla rebus sic stantibus», Diario La Ley no 9709, 5 de octubre de 2020, p. 5.


	 Ver Texto 




	 (81) 

	CARRASCO PERERA, A., advierte, sin embargo, que la rebus «es un instrumento civil. Ni tiene como cometido generalizar la solidaridad entre los humanos ni puede emplearse para redistribuir riqueza ni es su función circumambular el derecho concursal», en «Al fin la madre de todas las batallas del Covid 19: rebus sic stantibus». Con ocasión de una reciente propuesta institucional, CESCO, 2020, p. 1471.


	 Ver Texto 




	 (82) 

	Vid., GREGORACI, B., «El impacto del COVID-19 en el Derecho de contratos español», Anuario de Derecho civil, 2020, p. 470.


	 Ver Texto 




	 (83) 

	HIJAS CID, E., señala, con todo acierto, que «lo cierto es que, en muchos casos (como los arrendamientos de local de negocio), las medidas destacan más por los contratos y situaciones que dejan fuera de su ámbito que por los efectivamente regulados. Y dentro de este gran vacío legal, la invocación de la cláusula rebus cobra más importancia que nunca», «¿Es necesaria una regulación de la cláusula rebus para 2021?», El Notario del siglo XXI no 94, diciembre de 2020, p. 36.


	 Ver Texto 




	 (84) 

	Vid., LEONARDO ZORRILLA, A., quién, tras ilustrarnos sobre el decreto ley catalán —que posibilita la aplicación de una reducción automática de hasta el cincuenta por ciento de la renta mientras dure el período de suspensión de la actividad— admite lo siguiente: «resulta obvio que esta norma es perfectamente compatible con la cláusula rebus sic stantibus, por cuanto la aplicación de esta última no tiene limitaciones y permite la solicitud de una modificación de las condiciones contractuales con mayor amplitud o alcance en sus efectos. Sin embargo, es claro también que la irrupción de esta normativa crea un nuevo escenario de interpretación jurídica en el marco de los arrendamientos de local de negocio, que precisa de una respuesta armonizada de los juzgados a fin de evitar que sean dictadas resoluciones en sentido opuesto ante supuestos similares», en «¿Es la reducción forzada de renta en arrendamiento de local de negocio la evolución normativa de la cláusula rebus sic stantibus?, Actualidad Jurídica Aranzadi no 868/2020.


	 Ver Texto 




	 (85) 

	MUNAR BERNAT, P.A., señala un aspecto en el que él mismo advierte que debe hacerse hincapié: «habrá que estar al concreto supuesto que se enjuicia para aplicar con prudencia la cláusula», en «Cláusula rebus sic stantibus, Tribunal Supremo y crisis económica: estado de la cuestión», La Ley Mercantil no 16, agosto, 2015, p. 19.


	 Ver Texto 




	 (86) 

	Vid., en este punto, la reflexión de PERTÍÑEZ VÍLCHEZ, F., cuando afirma lo siguiente: «hoy no se sabe a ciencia cierta si la Jurisprudencia concibe la Cláusula rebus como un instrumento de reequilibrio de la conmutatividad inicial de las prestaciones del contrato destrozada por el acaecimiento de una circunstancia sobrevenida (perspectiva, desde la que lo importante sería que se hubiera producido un incremento de los costes de la prestación para una de las partes o una disminución del valor de la contraprestación que recibe) o si se concibe como un mecanismo de reparto solidario o de traslación de pérdidas de la parte que las sufre a la parte que está en mejores condiciones para soportarla (en cuyo caso, el acento se pone en las pérdidas sufridas por una de las partes, en la incapacidad de quien las sufre para soportarlas y en la mayor salud económica de la otra parte) o si es una combinación de ambos enfoques», en «Cláusula rebus de necesidad y cláusula rebus de estabilización: Un análisis en el ejemplo de los locales de un arrendamiento de local de negocio y de industria», Diario La Ley no 9665, 2 de julio de 2020, p. 10.


	 Ver Texto 




	 (87) 

	Vid., en este sentido, MOCHOLI, E., cuando advierte que «debe abandonarse su antigua fundamentación —de la rebus, se entiende— según las reglas de equidad y justicia en pro de una progresiva objetivación de su fundamento técnico de aplicación», en «Análisis de la evolución jurisprudencial de la cláusula rebus sic stantibus. Su posible aplicación tras la pandemia COVID-19», Actualidad Civil no 5, mayo 2020, p. 9.


	 Ver Texto 




	 (88) 

	DÍEZ-PICAZO, L., señala, a este respecto, que «este punto de vista subjetivo se muestra claramente inconsistente, pues pretender fundar en una voluntad irreal de las partes un efecto que por hipótesis ha sido imprevisto constituye una cabal ficción», en Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial II. Las relaciones obligatorias, Ed. Civitas, Madrid, 1996, p. 876; En similar línea argumental, QUICIOS MOLINA, S., entiende que «la cláusula se basa en la voluntad implícita de las partes, pero al ser imprevisibles los cambios tomados en consideración dicha voluntad es irremediablemente ficticia», en «Resolución por alteración sobrevenida de las circunstancias del contrato», en BERCOVITZ RODRÍGUEZ-CANO, Rodrigo (dir.), Tratado de contratos, tomo I, Tirant lo Blanch, Valencia, 2009, p. 1374.


	 Ver Texto 




	 (89) 

	MOLL DE ALBA, C., advierte, en este sentido, que «la modificación del contrato por cambio de circunstancias imprevisibles no se ha de fundamentar en un criterio tan subjetivo como es la equidad, que además sólo se permite cuando la ley así lo autoriza, sino en principios muchos más objetivos y fácilmente reconocibles como son el principio de conmutatividad del negocio jurídico y el principio de la buena fe contractual», «El moderno derecho civil francés como modelo para la regulación de la cláusula rebus en España», Diario La Ley no 9627, 2020, p. 5.


	 Ver Texto 




	 (90) 

	FRANCO PUJOL, O y RACIONERO GARCÍA, J, entienden que se ha de «concretar con mayor precisión cuál es el alcance de los nuevos criterios rectores de esta nueva doctrina para hace de la cláusula rebus una institución verdaderamente útil y, en la medida de lo posible, predecible» «La nueva configuración de la doctrina de la cláusula rebus sic stantibus. Sentencia núm. 591/2014 de 15 de octubre de 2014 de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo. Magistrado ponente: D. Francisco Javier Orduña Moreno», en 2015 Práctica contenciosa para abogados. Los casos más relevantes sobre litigación y arbitraje en 2014 de los grandes despachos, Ed. La Ley, Madrid, 2015, p. 136.


	 Ver Texto 




	 (91) 

	Vid., CASADO CASADO, B., cuando se cuestiona cuáles son los verdaderos criterios de admisión de la rebus, «La alteración de circunstancias y su incidencia en la contratación tras la situación de crisis económica. Una nueva visión de un tema clásico: la cláusula rebus sic stantibus», Revista de Derecho Patrimonial, 39, 2016.


	 Ver Texto 




	 (92) 

	PÉREZ-PUJAZÓN MILLÁN, M.A. y TRIGO Y SIERRA, E. han destacado, a este respecto, que «se echa de menos una mayor concreción de los criterios de aplicación de la nueva orientación jurisprudencial, especialmente para evitar el peligro que comportaría su aplicación generalizada al que apuntaba la jurisprudencia tradicional», en «El nuevo tratamiento jurisprudencial de la doctrina de la cláusula rebus sic stantibus» Actualidad Jurídica Uría Menéndez no 39, 2015, p. 94


	 Ver Texto 




	 (93) 

	CARRASCO PERERA, A., señala, en este punto, de forma elocuente, respecto de la «cosa» rebus, que «cualquier definición que se intentara (mediante el empleo encabalgado de sucesivos conceptos jurídicos indeterminados) sería explicatio obscurum per obscurius, en «Al fin la madre de todas las batallas del Covid 19: rebus sic stantibus. Con ocasión de una reciente propuesta institucional», CESCO, 2020, p. 1462.


	 Ver Texto 




	 (94) 

	Vid., en este sentido, ORDUÑA MORENO, F.J., cuando señala que «la cláusula rebus no responde a un «mero» criterio o regla interpretativa, sino a la propia configuración de nuestras directrices de orden público económico, especialmente a la prevalencia de la directriz de «conmutatividad del comercio jurídico» y su correlato en el denominado «principio de equilibrio de las prestaciones». Es, por así decirlo, una figura consustancial a la dinámica del Derecho como instrumento de adaptación y ponderación», en «Cláusula Rebus. STS 156/2020, de 6 de marzo. Distinción entre contratos de «larga y corta duración». Una clasificación carente de rango o de categorización aplicativa: inoportuna y fuera de contexto social», Revista de Derecho vLex N. 191, abril 2020, p. 3. Vid., este mismo autor, posteriormente: «La cláusula rebus encuentra su moderno fundamento de aplicación en las propias Directrices de orden público económico que informan nuestro Derecho patrimonial y de contratos, particularmente en la regla de la «conmutatividad del comercio jurídico» y del principio de buena fe. «La cláusula rebus sic stantibus y la crisis derivada del coronavirus», Aranzadi Digital 1/2020.


	 Ver Texto 




	 (95) 

	En este sentido, GANUZA, J.J. y GÓMEZ POMAR, F., creen «que yerran aquellos que, sin duda cargados de buenas intenciones, confiesan desear encomendar la tarea presente a instrumentos generales, de perfiles imprecisos y necesitados de una decisión singular adaptada a las circunstancias de cada contrato en particular. En otras palabras, a la cláusula rebus. No es este, pensamos, un mecanismo útil en la emergencia actual. No lo es por su falta de inmediatez, por lo impredecible del resultado y por el coste global para el sistema judicial y la sociedad en su conjunto que supone sujetar cientos de miles, tal vez millones, de contratos a una incierta y lejana decisión judicial en la materia. No permite siquiera, en la mayor parte de los casos, acotar un terreno de negociación suficientemente claro para que las partes tengan más fácil llegar a un acuerdo mutuamente satisfactorio de reajuste del contrato, menos aún en un escenario como el actual de alarmante incertidumbre acerca de la duración y alcance de las perturbaciones sobre los contratos existentes. En definitiva, la rebus no resulta factible, ni conveniente, para abordar eventos sistémicos y shocks macro que impactan de forma súbita una economía. Aún menos aquellos fenómenos que afectan a muchos (a casi todos, en realidad) los contratos, pero no de forma simétrica, uniforme y fácilmente cuantificable sino con impacto a medio plazo enormemente incierto», en «Los instrumentos para intervenir los contratos en tiempos de COVID-10: Guía de uso», InDret no 2, 2020, p. 561.


	 Ver Texto 




	 (96) 

	Vid., PÉREZ DAUDÍ, V., «Las TICS y la resolución de conflictos: de los ADR a los ODR y de la justicia a la ciberjusticia», en prensa, 2021: me ha posibilitado su lectura la cortesía del autor.


	 Ver Texto 




	 (97) 

	Vid., un estudio más detallado del proceso rebus en CALAZA LÓPEZ, S., «Mapa de riesgos negociales: Construcción de un proceso judicial de adaptación contractual» en la obra monográfica sobre la Rebus sic stantibus, dirigida por el Prof. PÉREZ DAUDÍ, V., Ed. Atelier, Barcelona, 2021.


	 Ver Texto 




	 (98) 

	
El contenido de estos apartados sería, según la propuesta, el siguiente: «2. Si las circunstancias que sirvieron de base al contrato hubieren cambiado de forma significativa e imprevisible durante su ejecución, de manera que esta se haya hecho excesivamente onerosa para una de las partes o se haya alterado significativamente la base económica del contrato, el contratante al que, atendidas las circunstancias del caso y especialmente la distribución contractual o legal de los riesgos, no le sea razonablemente exigible que permanezca sujeto a la inalterabilidad de dicho contrato, podrá solicitar, por el cauce de la jurisdicción voluntaria, a través del Letrado de la Administración de Justicia, la renegociación del contrato con base en la incidencia de la alteración de las circunstancias operadas y de cara a la conservación o mantenimiento del contrato.

3. El Letrado de la Administración de Justicia, conforme a la naturaleza y complejidad del caso, concederá un plazo razonable y prudente para que las partes puedan renegociar el contrato. Igualmente, la parte afectada por el cambio extraordinario de circunstancias podrá solicitar que, mientras dure el período de renegociación, se suspenda provisionalmente el cumplimiento del contrato o, en su caso, se fije un cumplimiento mínimo que resulte razonable para los intereses de las partes. Dicha solicitud se elevará al Juez que resolverá lo procedente, con audiencia de las partes.

4. Si las partes alcanzasen un acuerdo sobre la adecuación del contrato, deberán comunicarlo al Letrado de la Administración de Justicia, que ratificará la modificación acordada mediante el oportuno Decreto. En caso contrario, la parte afectada por la alteración de las circunstancias estará legitimada para solicitar judicialmente, mediante el correspondiente juicio declarativo, bien la modificación del contrato, o bien su resolución. En este último supuesto, la solicitud de resolución del contrato podrá ir acompañada, en su caso, de la reclamación de daños y perjuicios, cuando la negativa de la otra parte a la renegociación pueda ser calificada de arbitraria, contraria a las practicas o usos del sector, o carente de justificación en atención a la naturaleza y circunstancias específicas del contrato.

5. La modificación del contrato será provisional, mientras duren las contingencias derivadas del cambio extraordinario de las circunstancias.

6. En todo caso, la parte que se haya visto afectada por dicho cambio extraordinario de circunstancias, no estará sujeta al pago de indemnización alguna por la resolución del contrato».



	 Ver Texto 




	 (99) 

	Vid., LÓPEZ YAGÜES, V., cuando advierte, a este respecto, de forma elocuente y esclarecedora, que «la necesidad de agotar la vía de la Jurisdicción voluntaria iniciada para encontrar expedita la vía contenciosa, incluso en el nada improbable supuesto de que, desde prácticamente su apertura o en cualquier momento de la tramitación de ese expediente, una o ambas partes estimen inviable la negociación, esta resulte infructuosa o se rompa, puede traducirse en clara dilación incompatible con la celeridad que precisa la solución en estos asuntos», «Una respuesta procesal a los conflictos surgidos del incumplimiento de obligaciones contractuales por causas imprevisibles», VLex, 2021.


	 Ver Texto 




	 (100) 

	Vid., la ilustrativa— y lamentablemente, última— obra de GIMENO SENDRA, V., a este respecto, La simplificación de la Justicia Penal y Civil, Ed. BOE, 2020.


	 Ver Texto 




	 (101) 

	CASTIÑEIRA JEREZ, J., ha señalado, a este respecto que «si la renegociación entre las partes tiene como resultado un nuevo contrato, no puede afirmarse que el contrato originario ha sido «conservado». Lo que se sí se habrá respetado en todo caso es la idea de que el vínculo contractual solo puede ser producto de lo libremente acordado por las partes», en «Hacia una nueva configuración de la doctrina rebus sic stantibus. A propósito de la sentencia del Tribunal Supremo de 30 de junio de 2014», InDret 4/2014, p. 13.


	 Ver Texto 




	 (102) 

	Vid., REVILLA GIMÉNEZ, M.I., quién señala que «la renegociación se califica como un efecto de la doctrina rebus sic stantibus, como alternativa a la revisión y resolución del contrato», en «Normalización de la cláusula rebus sic stantibus. Estudio jurisprudencial», Revista jurídica de Castilla y León no 41, enero, 2017, p. 49.


	 Ver Texto 




	 (103) 

	Vid., PÉREZ DAUDÍ, V., «La mediación y las medidas cautelares», InDret 3/2012; «La imposición de los ADR ope legis y el derecho a la tutela judicial efectiva», InDret 2/2019; «La mediación de consumo y el proceso», Revista General de Derecho Procesal de Iustel no 48, 2019.


	 Ver Texto 




	 (104) 

	Vid., en este sentido, LÓPEZ YAGÜES, V., cuando advierte que «Si se quiere, y parece que es así, evitar la judicialización de esta importante suma de conflictos, desde nuestro personal punto de vista, no puede el legislador limitarse a invitar a las partes en conflicto a que, por sí solas, busquen y se sirvan de fórmulas que les permitan llegar al acuerdo; antes al contrario, ha de proporcionar al justiciable, instrumentos de autocomposición eficaz de las controversias como el que, en particular, representa la mediación, sin descartar algunas otras fórmulas que acogen las siglas ADR (Alternativa Dispute Resolution)», en «Una respuesta procesal a los conflictos surgidos del incumplimiento de obligaciones contractuales por causas imprevisibles», VLex, 2021.


	 Ver Texto 




	 (105) 

	Piénsese, con MARÍN CASTÁN, F., que «a las dos partes contratantes puede resultarles más ventajoso un mayor aplazamiento del precio y, más todavía, una reducción del precio: al comprador por razones obvias y al vendedor por las dificultades para encontrar otro comprador por un precio cercano al de antes de la crisis», en «Crisis económica y cláusula rebus sic stantibus», Cuadernos digitales de formación no 13, Consejo General del Poder Judicial, 2013.


	 Ver Texto 




	 (106) 

	Ha de destacarse además, en este momento, tal y como ya se ha advertido, que en la dinámica de la rebus, ninguna de las partes resultará vencedora o vencida, sino regresada al inicio de la perfección del contrato para su revisión acorde a los nuevos parámetros económicos imperantes en el momento de la necesaria actualización. Vid., esta reflexión en MOLL DE ALBA, C., quién señala que «en la dinámica de la cláusula rebus no hay vencedores ni vencidos, sino sencillamente el retorno al equilibrio contractual perdido por la aparición de nuevas circunstancias no previstas», en «¿Es la cláusula rebus sic stantibus la solución a todos los problemas jurídicos del Covid-19?, Diario La Ley no 9668, 7 de julio de 2020.


	 Ver Texto 




	 (107) 

	Vid., en este sentido, MIGUEL BERENGUER, J., cuando nos ilustra acerca del Tribunal Arbitral de Barcelona, que ya ha creado «un procedimiento on line para propiciar soluciones a las partes en conflicto que decidan de mutuo acuerdo someterle su disputa, evitando judicializar un problema que va a tardar, no meses, sino quizás años en solventarse generando hasta entonces inseguridad y enfrentamiento», en «La cláusula rebus sic stantibus en las relaciones contractuales a causa de la actual pandemia», La Ley mediación y arbitraje no 2, 2020.


	 Ver Texto 




	 (108) 

	Vid., LASARTE ÁLVAREZ, C., cuando reflexiona, precisamente, sobre el penoso itinerario judicial: «los interesados en tales contratos, los juristas en general y, sobre todo, los abogados de las partes interesadas, deberíamos sin duda defender la generalización del buen sentido y de la corrección y mantenimiento del debido equilibrio entre las prestaciones contractuales afectadas por la pandemia, pero al mismo tiempo no podemos perder de vista la realidad, tozuda y secular, de que basta que una de las partes contratantes se obceque en lo contrario, para que, al final, cualquiera de los protagonistas del contrato acabe recurriendo a la vía judicial, en un buen porcentaje de casos para evitar el cumplimiento de las obligaciones que recaen sobre él o ellos y que, claro es, imputan o achacan al otro, conforme al ya conocido argumentario en cualquier discusión: «… como sabes, la culpa no es mía, sino tuya y sólo tuya». De producirse semejante desembocadura, es evidente que el pleito y el litigio está "servido y en bandeja" para iniciar el camino procesal bien conocido: primera instancia, apelación y casación, durante un periodo temporal amplio, de entre siete y diez años por lo general, en el que las partes y sus defensores tratarán de ir arañando briznas de razón a su favor en todos los requisitos y apreciaciones de fondo», en «Pandemia, contratos frustrados, rebus sic stantibus e integración contractual», artículo pendiente de publicación y facilitado por cortesía académica de su autor, p. 6.


	 Ver Texto 




	 (109) 

	LÓPEZ MOLINA, M., propone, en consonancia con la Propuesta de la Asociación de Juezas y Jueces para la democracia, lo siguiente: «Debería incluirse en el artículo 250 LEC, como asuntos que se seguirán por los trámites del juicio verbal: a. Las acciones para adecuar los contratos a las circunstancias extraordinarias derivadas de la crisis sanitaria del COVID-19; b. Las acciones de resolución de contratos o de exoneración de obligaciones como consecuencia de la crisis del COVID-19; c. Cuando las dos peticiones de los puntos anteriores se articulen como excepción en las contestaciones de los procedimientos ordinarios o en los procesos monitorios, deberá adecuarse el trámite para seguir como juicio verbal mediante un traslado para contestar o impugnar la oposición y celebración de vista», en «Lidiando con lo imprevisible. Consecuencias jurídicas, contractuales, de acontecimientos inesperados y posibles soluciones legales», Diario La Ley no 9630, Sección Tribuna, 12 de mayo de 2020, p. 7.
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